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VISTOS. - Habiendo avocado conocimiento de la presente Acción Constitucional de 
Protección signada con el N º 21333 - 2025 - 00186, le ha correspondido por sorteo sustanciar 
este proceso al doctor Carlos Aurelio Moreno Oliva, en calidad de Juez Ponente; y, los 
señores: Dr. Juan Guillermo Salazar Almeida y Dr. Wilmer Henry Suarez Jácome, Jueces 
Provinciales de la Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Sucumbíos, que 
integran este Tribunal en condición de jueces constitucionales.

Las entidades accionadas Petroecuador y el Gobierno Autónomo Descentralizado 
Municipal del Cantón Gonzalo Pizarro, de conformidad con el Art. 24 de la Ley Orgánica 
de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional de forma oral han interpuesto recurso 
de apelación, impugnando la sentencia dictada por el Juez de la Unidad Judicial 
Multicompetente con sede en el cantón Gonzalo Pizarro, provincia de Sucumbíos, dentro de la 
causa constitucional (Acción de Protección) signada con el N º 21333 - 2025 - 00186.

El invocado Art. 24 inciso segundo de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional en su parte pertinente dispone: La Corte Provincial avocará 
conocimiento y resolverá por el mérito del expediente, por lo que una vez que se ha 
sustanciado y remitido el proceso a este Despacho, luego de la revisión cabal y análisis por 
parte de los jueces miembros de este Tribunal, se procede a dictar sentencia, considerando:

PRIMERO. - JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA. - Por el sorteo de ley esta Sala 
Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Sucumbíos, los suscritos Jueces 
provinciales somos competentes para conocer y resolver el recurso interpuesto, al tenor de lo 
dispuesto en los Arts. 177 y 178 numeral 2 y 186 de la Constitución de la República del 
Ecuador, Arts. 8.8, 24 y 168 numeral 1 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional en concordancia con el Art. 208.1 del Código Orgánico de la Función 
Judicial.

SEGUNDO. - VALIDEZ PROCESAL. - En cuanto a la validez procesal se debe precisar 
que no existen omisiones de solemnidades sustanciales que vicien de nulidad a esta acción, 
pues esta causa constitucional se le ha dado el trámite previsto en la Constitución de la 
República del Ecuador y de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, consecuentemente el proceso es válido, pues se han observado lo dispuesto en 
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el Art. 86 de la Constitución de la República del Ecuador y en los Capítulos I y III del Título 
II de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, sin embargo que 
conforme la Ley Invocada, el procedimiento en este tipo de acciones sencillo, rápido y eficaz.

TERCERO. - IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES:

3.1.- Los apellidos y nombres de los Accionantes y/o legitimados activos son: Ramón 
Cevallos José Francisco, Enríquez Fuentes María Elizabeth, Caiza Ocapana José Raúl, Julieth 
Abigail Carvajal Chango, Melida Azucena Méndez Rojas, Méndez García Bisbicus María 
Erpi García Bisbicus y Ángel Arnulfo Peñalosa Reinoso. 

3.2.- Los accionados y/o legitimados pasivos son: 

3.2.1.- Empresa Pública de Hidrocarburos del Ecuador (EP Petroecuador); 3.2.2.- Ministerio 
del Ambiente, Agua y Transición Ecológica, fusionada al Ministerio de Energía y Minas; 

3.2.3.- Procuraduría General del Estado; y, 

3.2.4.- Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal de Gonzalo Pizarro. 

Los demandados son entidades del Estado más allá de cual pueda ser la persona o servidor 
público que se encuentre en su representación actual o futura.

CUARTO. – SOBRE LA DEMANDA. Comparecen los legitimados activos Ramón 
Cevallos José Francisco, Enríquez Fuentes María Elizabeth, Caiza Ocapana José Raúl, Julieth 
Abigail Carvajal Chango, Melida Azucena Méndez Rojas, Méndez García Bisbicus María 
Erpi García Bisbicus y Ángel Arnulfo Peñalosa Reinoso, presentando demanda constitucional 
- acción de protección, en contra de Petroecuador, Gobierno Autónomo Descentralizado 
Municipal de Gonzalo Pizarro y Procuraduría General del Estado Ecuatoriano (Fojas 72 a 90), 
señalando en lo fundamental que las entidades accionadas generan vulneración de derechos 
constitucionales debido a las acciones y omisiones, con respecto:

Que el día domingo 27 de julio de 2025, se tuvo conocimiento de un derrame de derivados 
hidrocarburos gasolina base en el río El Cristal a la altura del km 71 vía Quito aledaño a la 
estación Quijos. El derrame se generó por una ruptura de la tubería del poliducto.

Que Petroecuador tenía conocimiento de este incidente ocurrido, pese a ello no informo a la 
municipalidad para evitar que se contamine las tuberías del sistema de agua potable y 
poner en riesgo la vida de los habitantes. Además, no informaron de manera inmediata al 
Ministerio del Ambiente, Agua y Transición Ecológica hoy fusionado con el Ministerio de 
Energía y Minas en transición, para evitar poner en riesgo la salud de los consumidores del 
agua que recolectaba el GAD MUNICIPAL DE GONZALO PIZARRO para su distribución.

Que se ha contaminado y afectado directamente el ecosistema y, de forma grave el sistema 



captación, tratamiento y distribución de agua potable que se encontraba en el rio cristal, y 
abastecía aproximadamente 8.000 personas residentes de los sectores del recinto Amazonas, 
Piedra Bola, la parroquia Gonzalo Pizarro y la cabecera cantonal de la ciudad de Lumbaqui 
del cantón Gonzalo Pizarro (información proporcionada por la jefatura de agua potable y 
alcantarillado y la unidad de gestión de riesgo del GADMCGP) y ahora se encuentran 
privadas del acceso de este líquido vital, sin que se haya restituido dicho servicio de manera 
adecuada ni sostenida.

Que el GAD MUNICIPAL. DE CONZALO PIZARRO, es responsable por la NO 
PREVENCIÓN de alertar a la población respecto de la contaminación en la fuente de 
distribución del agua, por cuanto el día domingo 27 de julio 2025, que fue el derrame no 
tenían funcionario alguno en la planta de captación que pudiera alertar de manera inmediata 
sobre lo ocurrido, así como tampoco cuenta con un sistema automatizado que permita detectar 
este tipo de peligro, dando cuenta dicha entidad sobre el derrame por la alarma de la propia 
ciudadanía que al consumir el agua contaminada alerto a las autoridades, procediendo recién a 
suspender el servido de agua el día martes 29 de julio de 2025 quedando así toda la red 
contaminada con el hidrocarburo que causó la muerte de fauna y flora en la captación 
conforme se demostrara más

Con fecha 29 de julio de 2025 el GADMCGP realizó una inspección conjunta con 
Petroecuador, en la cual se percibió un olor característico de contaminación odorífera por 
derivados de hidrocarburos tanto en el ambiente como en el cuerpo de agua del rio Cristal, 
indicando contaminación activa del recurso hídrico.

Que las instituciones públicas pese a que se les comunicó sobre este incidente en ningún 
momento han dado alguna respuesta oportuna y adecuada para frenar la vulneración de 
derechos.

Que la empresa operadora de la tubería del Poliducto es la empresa estatal EP Petroecuador, 
sin embargo, dicha empresa no implemento un oportuno y adecuado plan de contingencia, 
tanto así que el derivado de hidrocarburos de gasolina base recorrió aproximadamente 20 km 
por el rio El Cristal.

Que es evidente que el derrame de los derivados de hidrocarburos gasolina base que se vertió 
el rio El Cristal a la altura del km 71 vía Quito, del cantón Gonzalo Pizarro, provincia de 
Sucumbíos generan graves repercusiones a la integridad de las personas como al medio 
ambiente, inclusive, posterior a eso se generaron una serie de actos que debieron cumplirse 
(que ahora se traducen en omisiones de los accionados) y que eran necesarios para evitar y/o 
responder ante esta situación.

En consecuencia, de aquello, acusamos que la omisión del deber protección y de actuación 
inmediata y eficaz frente a la crisis de contaminación causada por la ruptura de la tubería del 
poliducto y derrame de derivados de hidrocarburos, y que la omisión en implementar medidas 



efectivas de contención, mitigación y restauración del daño ambiental constituyen una 
violación de nuestros derechos constitucionales. Esta inconducta constituye una omisión clara 
del deber establecido en el artículo Art. 397, que dispone que, "En caso de daños ambientales 
el Estado actuará de manera inmediata y subsidiaria para garantizar la salud y la restauración 
de los ecosistemas." Esta obligación es atribuida principalmente al Estado, pero también se 
extiende sobre particulares cuando se aplica lo dispuesto por el artículo 83, numerales 5 y 6 de 
la Constitución, que impone la obligación explícita a todas las personas de "respetar los 
derechos humanos [y] respetar los derechos de la naturaleza".

Los accionados en ningún momento comenzaron a actuar de manera legítima, por contrario, 
fue arbitrario el inicio de sus actividades, siendo así, que la ruptura de la tubería del poliducto 
y derrame de derivados de hidrocarburos, han provocado una vulneración desproporcional e 
injustificada de nuestros derechos constitucionales, por lo que están obligados a la reparación 
integral. Queda claro que los accionados han omitido cumplir con sus obligaciones 
establecidas en el artículo 3 de la Constitución, que dispone los deberes primordiales del 
Estado: "1. Garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos garantizados 
en la Constitución y en los instrumentos internacionales, en particular la educación, la salud, 
la alimentación, la seguridad social y el agua para sus habitantes. [..] 7. Proteger el patrimonio 
natural y cultural del país".

QUINTO. - Radicada la competencia en la Unidad Judicial Multicompetente de Gonzalo 
Pizarro, provincia de Sucumbíos, con fecha miércoles 13 de agosto del 2025, a las 14h15 
conforme a lo previsto en el numeral 2 del artículo 86 de la Constitución de la República, el 
Juez de la Unidad Judicial antes referida avoca conocimiento de la presente causa como Juez 
constitucional; de acuerdo a lo ordenado por el numeral 3 del Art. 86 de la Constitución de la 
República del Ecuador y artículo 14 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional se ha señalado día y hora para la respectiva audiencia pública, la 
misma que se ha efectuado de manera oral y contradictoria; los defensores técnicos tanto del 
legitimado activo como de la entidad accionada, han realizado sus respectivas 
intervenciones, en el siguiente orden:

5.1.- INTERVENCION DE LA PARTE ACCIONANTE RAMÓN CEVALLOS JOSÉ 
FRANCISCO, ENRÍQUEZ FUENTES MARÍA ELIZABETH, CAIZA OCAPANA 
JOSÉ RAÚL, JULIETH ABIGAIL CARVAJAL CHANGO, MELIDA AZUCENA 
MÉNDEZ ROJAS, MÉNDEZ GARCÍA BISBICUS MARÍA ERPI GARCÍA BISBICUS 
Y ÁNGEL ARNULFO PEÑALOSA REINOSO, EN LA AUDIENCIA DE PRIMERA 
INSTANCIA, quienes a través de su defensa técnica, en lo fundamental señaló:

Que el río el Cristal  fue contaminado y también el sistema de agua de Cantón Gonzalo 
Pizarro, para puntualizar el hecho de derrame la derivados de petróleo se habría producido el 
día 27 de julio del año 2025 aproximadamente kilómetro 71 en la vía Quito se rompe el 
poliducto que es un sistema de transporte de hidrocarburos derivados de petróleo desde la 
refinería Shushufindi hacia Quito concretamente hasta el beaterio, tubería que transporta 



básicamente tres productos base de gasolina y GLP o gas licuado de petróleo, en consecuencia 
del poliducto se habían derramado al menos uno de los tres productos que se transportan por 
este sistema de transporte de hidrocarburos, el problema es que la empresa Petroecuador es la 
operadora del sistema al poliducto, por ende es la única responsable de todo el daño ambiental 
de todas las consecuencias que se genere hacia terceros no hay otro responsable en este caso 
que la empresa opera este sistema como decíamos antes el derrame se habría producido en la 
tarde del día 27 de julio según parte policial que ya luego entregaremos como prueba 
documental aproximadamente el hidrocarburo que se regó avanzó por la tierra superficial y 
también filtraciones subterráneas a unos 30 a 50 metros hasta caer en el río el Cristal, se 
traslade directamente por agua al río junto con el agua y este llega a unos kilómetros más 
abajo hasta la planta de captación de agua del cantón Gonzalo Pizarro de tal forma que el agua 
con hidrocarburos empieza a transportarte por la tubería por la tubería que abastece de agua a 
la población y aquí tenemos ya varios hechos relevantes o sea base de gasolina contienen una 
cantidad enorme de productos tóxicos que son letales para la vida tanto así que de forma 
inmediata los peces del río de Cristal murieron y ahí en el expediente imágenes realmente 
alarmante espeluznantes de cómo se murió la vida me río de Cristal, se conoció el hecho el 
mismo día que se produjo pero no estuvo la delicadeza no tuvo la buena intención de informar 
a la Municipalidad ni a quienes operan el sistema de captación de agua potable para ciudad y 
otros pueblos aledaños ni a la comunidad, tanto así que el día 29 de julio del presente año 
muchas familias se bañaron con esa agua, cuántas personas de esta comunidad tomaron esa 
agua prepararon sus alimentos, se ducharon obviamente regaron sus plantas con esa agua con 
hidrocarburos ese hecho nos demuestra la completa mala intención que agudizó y agravó 
mucho más, esa vulneración de derechos de Petroecuador como consecuencia de ellos cientos 
de personas de esta comunidad en algo este grave daño que le causó a la comunidad niños con 
granos de piel, con diarreas, con vómitos, dolores de cabezas, mareos y otras enfermedades 
mucho más complejas todavía este hecho señor Juez nos deja claro esa vulneración de los 
derechos constitucionales primero el derecho a un ambiente sano, todo lo conocemos 
claramente aquí se contamina un río, se contaminó el ambiente, se contaminó la vida de este 
sector, segundo derecho al agua derecho no cualquier agua, apta para el consumo humano, 
agua para la agricultura y todos fueron afectados, se afectó también el derecho a la salud como 
decía antes se puso en riesgo la vida humana se afectó la vida humana, se causó graves 
problemas de salud a cientos de personas de este cantón Gonzalo Pizarro, se afectó el derecho 
a la economía de la gente con el río contaminado Blanco y Cristal los turistas que vienen aquí 
a bañarse libremente, el primer responsable en sí es la empresa estatal Petroecuador operadora 
del sistema de poliducto podrán decirlo perdónenme eso no existe responsabilidad a la 
empresa operadora el Artículo 396 de nuestra Constitución es clarísimo la empresa operadora 
es responsable de todos los daños que causa su actividad, sus operaciones actualmente hoy 
que están fusionando también conocieron los hechos también están obligados a aplicar las 
políticas de prevención necesaria, las políticas de precaución necesaria y no fueron capaces en 
todo este tiempo de hacerlo Petroecuador tampoco aplicó adecuadamente plan de 
contingencia, el plan de contingencia aparte de prevenir o evitar que el daño se expanda 
mucho, más también debería implicar información en la comunidad y a la municipalidad para 



que tomen las precauciones, pero no haber informado oportunamente permitieron que se 
contaminen toda la red de distribución por la falta de precaución de prevención de la empresa 
operadora y los ministerios correspondientes en este caso la municipalidad que el sistema de 
operación de agua potable que provenga la ciudad no tiene un sistema adecuado de control de 
detección para que puedan detectar oportunamente los químicos quizás contaminantes o que 
ponen en ríos de vida tiene un sistema adecuado pese que en el marco constitucional es la 
entidad de acuerdo artículo 264 de nuestra propia Constitución y la entidad encargada 
responsable bajo su competencia y proveer y dotar de agua potable a toda su comunidad toda 
su población entonces no tomaron las precauciones necesarias del caso permitieron que el 
agua contaminada llegue a la población lo hace también corresponsable por no tener un 
sistema adecuado que detecte oportunamente los tóxicos los productos químicos a una 
comunidad de aproximadamente 8.000 personas, a la naturaleza por supuesto también que 
claramente con el contacto con el oxígeno con el aire hay muchos productos también de ese 
derivado de petróleo y además otros son solubles en el agua y que permite que se mezclan 
rápidamente con el agua lo que hace mucho más complicado que puedan sacarlo este hecho 
genera ahora que el río el Cristal queda prácticamente inutilizable genera también que la 
planta de captación de agua potable el Cristal, una planta de tratamiento de agua no pueden 
utilizarla ahora porque Petroecuador consume rápido es muy probable es muy posible que esa 
agua no sea apta para el consumo humano lo cual prolonga mucho más esta vulneración de 
derechos hacia la comunidad, hay una vulneración de derechos a la salud, al ambiente al agua 
potable por ejemplo naturaleza entre otros y que se ordene reparación necesaria, oportunas de 
tal forma que la comunidad primero sea abastecido de agua de forma inmediata por lo cual 
pediremos de ser posible necesario que se ordene la instalación inmediata de plantas móviles 
de tratamiento de agua para garantizar que la comunidad de tal forma que no estén en riesgo 
esta naturaleza. 

PRÁCTICA DE PRUEBA.- Prueba de fs. 69 a fojas 70 consta el parte policial realizado por el 
señor Cabo Primero Mora Borja William Noberto quien manifiesta que acudió a la estación 
Quijos porque recibió una llamada del Ecu 911 y fueron a verificar que había una rotura del 
poliducto esto fue con el horario de 16h00 de la tarde del día domingo 27 de Julio con esto 
señor Juez doy a conocer que Petroecuador conocía del incidente que ocurrió el 27 de Julio sin 
embargo no comunicó a la población ni a la Municipalidad así mismo señor Juez tengo lo que 
es la denuncia que emitió el la Alcaldía del cantón Gonzalo Pizarro al Ministerio del ambiente 
esto consta en fojas consta en fojas 16-17 en la que da a conocer de ese hecho que ocurrió con 
fecha 27 de Julio, con esta prueba que es pertinente se constata la presencia de derrames de 
derivados de petróleo que hay un hecho existente hay una gravedad y que contaminó 
aproximadamente ocho mil personas que se beneficiaban de este recurso como es el agua 
potable, misma que ya se encuentra contaminado se desconoce el hidrocarburo que se derramó 
sin embargo sabemos que son derivados de petróleo porque ocurrió una ruptura del poliducto. 
De fojas 18 a fojas 25 el informe técnico emitido por la magíster Tamara Figueroa analista de 
residuos sólidos del cantón Gonzalo Pizarro de fecha 30 de julio del 2025 en la que la 
Municipalidad recién toma conocimiento de este hecho y procede a verificar el lugar en 



territorio en la que se percatan que hubo un incidente de un derrame la cual manifiesta que se 
desconoce el tipo de contaminante que fue derramada. De fojas 26 a fojas a fojas 34 esto es de 
fecha 31 de julio del 2025 en la que fueron a verificar el área que estaba contaminado o de 
dónde se produjo este derrame y pudo constatar que este derrame se dio en el kilómetro 71 así 
mismo señor Juez  es crucial manifestar que este hecho conocieron de este incidente a través 
del vuelo de un dron porque Petroecuador los funcionarios manifestaron de que había 
producido un derrame en el mes de julio entonces con este dron se pudo verificar a personal 
de Petroecuador realizando trabajos de remediación de contención ahí en la área y procedieron 
a dar con el origen de donde se derramó este derivado y se pudo constatar ahí es que lo que 
estaba de roto era la tubería del poliducto entonces entendiéndose así que Petroecuador trató 
de ocultar esta información. Tenemos el informe técnico de fs. 35-48 de fecha 1 de agosto de 
2025 emitido por el director de gestión ambiental del Cantón Gonzalo Pizarro en la que 
disponen que se va a realizar la toma de muestras de agua y sedimento de donde se produjo el 
derrame del río y así mismo de la planta de tratamiento de agua potable. Fojas 64-67 consta el 
informe presentado por el señor Ing. Danny Acosta Moreno de fecha 7 de agosto manifiesta 
en su asunto remito resultado del análisis de las muestras tomadas el pasado 31 de julio del 
2025 con el laboratorio analab de fojas 64 a fojas 67 en la que en sus conclusiones manifiesta 
que se realizó un análisis individuo de tres muestras de suelo en la planta de tratamiento de 
agua potable del río La libertad y de las cuales tiene como los resultados dice en las muestras 
de agua del estero sin nombre con localización cercana a la estación Quijos todas las muestras 
se encuentran con un Rango de resultado de entre 2.4 hasta mayor a 440 mg sobre litros en las 
muestras de agua en la planta de tratamiento de agua potable para hidrocarburos totales los 
resultados se encuentran en un Rango de menor a 0.50 mg sobre litros y más menos 27% en 
las muestras de agua en la planta de tratamiento de agua potable para hidrocarburos 
aromáticos policíclicos los resultados se encuentran en un Rango de menor a 0.0,0024 mg 
sobre litros y más menos 31%. 

Prueba testimonial: Se escucha a los señores GARCÍA BISBICUS MARÍA ERPI, con 
2100032008, moradora del Cantón Gonzalo Pizarro quien indica el día martes 29 de julio de 
2025, a las cinco de la mañana me levanté a hacer el desayuno y estaba extremadamente fuerte 
un olor y parecía que le habían puesto demasiado cloro porque cuando se le pone mucho cloro 
comienza a hacer burbujas y sale como blanco, pero igual lo seguí utilizando hice el desayuno, 
luego nos bañamos como siempre en la mañana y salimos a nuestras actividades como 
siempre; utilizamos esta agua hasta el 1 de agosto, ya que en la tarde miré en el Facebook que 
decían que no utilicen el agua que estaba contaminada, yo vivo en el recinto El Cisne, ubicado 
más abajo de los tanques de agua, donde todo el agua se queda acumulada, ya que aunque en 
todo el cantón no haya agua nosotros siempre tenemos agua, es por eso de que nosotros por 
haber hecho uso de esta agua fuimos los más afectados;  en mi  caso tuve dolor estomacal, 
mareos, vómito, dolor de cabeza, ya que toda mi familia y nosotros habíamos ingerido, a 
nosotros nadie nos comunicó que esta agua estaba contaminada y fue gracias al  medio de 
comunicación que los señores concejales lo estaban informando y nos enteramos, pero ya 
había sido demasiado tarde porque nosotros ya lo habíamos consumido; a mi mamá que es 



diabética le salió unas manchas rojas; el Ministerio de Salud el día el día miércoles 30 de julio 
de 2025, acudió hasta el recinto porque teníamos mucho más personas afectadas y nos dieron 
medicamentos; mi esposo tenía mareos y tocó hacerle atender afuera porque se nos moría; en 
el caso mío por ejemplo el medicamento que me dieron, dijeron que era para el estómago me 
dieron también unas pastillitas que me tome me imagino para cuerpo y también cremas porque 
a nosotros nos estaba saliendo unas manchas y esto pica; esto  nos dieron el día que yo me 
hice atender con Petroecuador, incluso me mandaron a comprar una crema pero sinceramente 
no tenemos recursos; Petroecuador no fue hasta el Amazonas solamente fue el Ministerio de 
Salud yo acudí a Gonzalo Pizarro porque hicieron una campaña planificada con anterioridad. 

PEÑALOZA REINOSO ANGEL ARNULFO, con C.C. 1802205029, como  presidente de la 
comunidad tuve  la misión de ir a ver en el sitio donde hicieron el trabajo Petroecuador, dónde 
dejaron todos sus trapos que escurren o sacaron el contaminado, lo dejaron en el mismo estero 
en dónde está el causante, de ahí recorrimos al río o el estero que le llaman Cristal, donde 
todos los sapitos y todos los pececitos que ha habido se encontraban muertos esa es mi 
versión;  por ello el agua que tenemos nosotros, no podemos absorber ese líquido porque está 
contaminado, yo vivo abajo donde están los tanques y la tubería viene desde el tanque hasta la 
Lomita del Amazonas y ahí se estanca todo el agua nosotros nunca podemos dejar de tener 
agua porque toda esa agua está acumulada en la tubería que me parece son de seis pulgadas y 
entonces él agua  se mantiene todo un siempre y así  laven el tanque se acumula allí; mi nieta 
estuvo justamente no había sabido ese día que han contaminado y metió a las manos en el 
agua y  se le enrojeció la piel de las manos, ella tiene cinco años, nadie nos han comunicado 
nada que esta agua contaminada. 

PORTILLA MORALES MARÍA VICITACIÓN con C.C. 1202632558, señala Quiero 
informarle aquí al público sobre la afectación del agua contaminada que tomamos ya que 
nadie nos había informado,  esto fue hace  cinco días sería no me acuerdo exacto o sería ocho 
días que ya habíamos estado tomando esa agua, pero no nos habíamos dado cuenta; un día me 
siento yo a tomarme una tacita de café una mañana y ahí absorbo y me sabía un olor 
desconocido, le daba la vuelta a la tasa yo decía que es está mal lavada, tomaba un traguito y 
olía feo, y como a los dos tres días me empezó también a picar todito el cuerpo hasta la 
cabeza, los brazos, las piernas,  y empecé a sentir un dolor aquí al ombligo y me subía al 
estómago y un dolor de cabeza que parecía que se me reventaba y por ahí me tomé unas 
pastillitas y me alivió, y cuando después ya empezamos a enterarnos que habíamos estado 
tomando esa agua contaminada, en una reunión que tuvimos en el subcentro en donde nos 
dieron unas pastillitas que medio nos alivió, pero nosotros yo con mi esposo seguimos mal, 
estamos andando al seguro al subcentro y nos dan medios calmantes; ahora nos han mandado 
hacer exámenes los que avanzan a hacer allí gratis, nos hemos hecho otros nos mandan hacer 
afuera y que cuesta mucho dinero y no tenemos para esto y por eso estamos preocupados por 
que seguimos enfermos, mal del estómago y  pensamos que nos podemos enfermar 
gravemente con un cáncer. 

CHACÓN VALDIVIESO MANUEL RODRIGO, con C.C. 1102186432  indica como es 



costumbre mis actividades comienzan desde las cinco de la mañana en mi hogar todos los días 
de los meses del año y una de estas actividades es la de recolectar agua en uno de los dos 
tanques que poseo en mi domicilio para abastecer en los días que posiblemente no disponga de 
líquido y es así que el día 28 de Julio de 2025,  luego de haber llenado mis dos tanques de 
agua continúe con las actividades junto con mis niños que tengo cuatro de diferentes edades y 
una vez realizadas dichas  actividades todo el día nos dispusimos hacer el aseo normal 
aproximadamente a las 16H00, y luego de este baño hicimos la merienda y en la noche a partir 
de las 8 o 9 de la noche comenzamos a tener sensaciones de vómitos todos los integrantes, y 
uno de mis hijos presentó diarrea, dolores abdominales y algo de fiebre nos preocupamos 
porque nunca se nos había presentado estos síntomas y ya era cercano a la medianoche, y uno 
de mis hijos que corresponde a los nombres de Alex Chacón de 8 años de edad era el más 
afectado, con comezones a partir de los genitales las náuseas y diarrea entonces lo que 
supimos darle es el agua de manzanilla y esa noche fue un calvario hasta que al siguiente día 
nos trasladamos de manera urgente al cantón Lago Agrio para visitar al doctor, le comentamos 
el problema y no recetó el Bactrim, floratil y el hidraplus y por último el seisgopin, y dadas las 
indicaciones se le administró y desapareció en él estos síntomas pero al resto de los miembros 
de la familia que teníamos casi los mismos no sugirió y yo particularmente qué tomásemos 
alrededor de 20 gotitas de este de este líquido para el vómito temporalmente  desapareció el 
problema pero nuevamente apareció hasta la actualidad;  quiero acotar que en los tanques de 
agua que nosotros reservamos esa nos sirvió para todo ese tiempo porque no recuerdo la fecha 
exacta que ya se suspendió el agua de la municipalidad, estaban con ese grado de 
contaminación el 28 de julio que yo me sé levantar muy temprano, abrí las llaves y pude 
observar el color del agua de un color blanquecino que hervía y me llamó la atención y 
inmediatamente le llamé a mi esposa y le dije mira estas cosas, olimos pero no se olía a nada 
pero eso sí era burbujeante color blanco, que desaparecía luego de unos minutos. 

HURTADO SOLANO HERNAN BÁRBARO, con C.C. 0201145927 quien señala que día 28 
de julio de 2025, fui a mi finca y al regreso a las 7 de la noche como rutina y apenas me bañé 
en la ducha después de unos 5 minutos me cogió una comezón de todo el cuerpo, y se me 
formó como quemado y después se vio como unas bombas, luego merendamos con esa agua 
como no sabíamos,  y en toda la noche amanecía con esa picazón y un dolor del estómago 
porque no soportaba el día 29 de julio de 2025, justamente la señora  presidenta de nuestro 
recinto El cisne, nos comunicó que el Sub Centro de Lumbaqui ya había atención 
supuestamente; allí nos atendió una chica  y nos dio unas pastillas para la picazón y nada más,  
seguíamos nosotros con ese malestar y hasta el momento me siento mal, ando con el dolor de 
la barriga insoportable;  entonces al tercer o cuarto día parece que vinieron los señores del de 
Petroecuador al Coliseo del Amazonas y nos dieron el medicamento, y estoy tomando pero no 
me hace efecto sigo hasta la fecha enfermo con el dolor del estómago que a veces no soporto, 
pero no tengo el dinero para hacerme exámenes para ver que es lo que mismo pasa  y ando 
desesperado porque me dieron todos estos medicamentos estoy tomando para el dolor del 
estómago. 



Concluido con dichos testimonios se procedió a la INSPECCIÓN JUDICIAL, en primer 
lugar en el sitio donde se produjo el derrame del hidrocarburo en el 71, aquí intervino el  
abogado de la parte accionante y sus  técnicos quienes señalaron el grado de afectación en la 
zona tanto a la flora y fauna del lugar, e igualmente se pudo visualizar un montículo de tierra 
contaminada con hidrocarburo que posteriormente iba ser trasladada a otro sector para su 
tratamiento; igualmente intervino la defensa técnica de EP Petroecuador, quien indicó las 
circunstancias como se verificó el daño ocasionado a la tubería, y con la intervención de  sus 
técnicos  Sigfrido Leroy Mejía Viteri, quien en primer momento logra la ubicación exacta del 
acople clandestino y pone en conocimiento de la empresa el acontecimiento, luego de aquello 
el técnico Franklin Marcelo  Lozada Ortiz, explica el procedimiento realizado para el arreglo 
de la tubería, y en lo principal indica que el poliducto se encuentra enterrado bajo tres metros 
del suelo y se necesitó de retroexcavadora  para su despejo y que esta se encontraba en el 
sector de San Luis como apoyo en los trabajos de aquel sector, refiere que no se puede 
determinar que tiempo lleva ese acople conectado; con estas indicaciones se procede a 
inspeccionar el manglar ubicado cerca a la tubería, este se encuentra a uno doscientos metros 
aproximadamente del poliducto; en su recorrido se puede evidenciar un olor a hidrocarburo, 
este riachuelo alimenta al río Cristal; posterior aquello se traslada la inspección judicial al río 
Cristal, en este punto se puede observar un mayor caudal de aguas, existen trabajos de 
limpieza en las riberas, no se ubica con claridad presencia de hidrocarburo, se realiza 
observaciones a la flora del lugar, que por su tonalidad daría a entender que es producto de la 
contaminación con hidrocarburo, en este punto procedemos a trasladamos  a  la toma de agua 
para la planta de tratamiento de agua potable, la cual se encuentra ubicada en el río Cristal; 
constituidos en el sitio, se puede observar que el caudal está correntoso, el manejo de la 
captación es manual, el ingreso del agua se encuentra cubierto e impide su ingreso a la 
piscina, si bien existen válvulas en la tubería están únicamente se operan con la intervención 
de una persona, a pedido de la parte accionante y por disposición del señor juez se procede a 
tomar muestras de agua en este sitio; la piscina en la que se recoge el agua se puede evidenciar 
que se ha limpiado su contorno, e igualmente se  procedió a tomar muestras de agua, por las 
condiciones en las que se encuentra se puede establecer que no se encuentra en 
funcionamiento; posterior a esto la inspección judicial se traslada a la planta de tratamiento de 
agua potable, en este sitio el encargado de  la planta Ing. Cristian Alejandro Rochina Taday, 
refiere que a la planta se alimentaba de dos vertientes, tanto del río Cristal y del río la 
Libertad, y que actualmente se encuentra suspendida la captación de agua del río Cristal, y que 
únicamente se está captando el agua del río la Libertad; que en esta planta el trabajo es 
continuo con operadores establecidos en turnos de 6 am. a 6pm., y que son los encargados de 
verificar la calidad de agua, además que se están realizando los trabajos de limpieza de la 
planta como es pintar las celdas, se  está utilizando químicos para la desinfección de la red de 
distribución de agua, y se está comprando nuevos módulos de sedimentación para instalar en 
la planta, se evidencia que se sigue aplicando los químicos SOLVOD  Y DETEROL y que el 
tanque de repartición de agua aún se encuentra con olor a hidrocarburo gasolina, en ese 
instante por parte del juzgador se requirió de las bitácora no fueron entregadas en ese 
momento para verificar las novedades sucedidas del 27 al 30 de julio del 2025 y se dispone el 



reinicio de la audiencia a las 18h30. 

 TESTIMONIO DE TÉCNICOS DE LA PARTE ACCIONANTE. DANNY RODRIGO 
ESPINOZA ARMIJOS con C.C. 1103814388, indica en el recorrido realizado el día de hoy 
fue evidente la contaminación en el río cristal, se evidenció que el paso fue directo nunca se 
controló y pasó directamente hasta la planta de tratamiento en donde el día de hoy verificamos 
que se están realizando trabajos de mantenimiento en dicha planta de tratamiento, lo que me 
asombró en la planta de tratamiento que se está utilizando químicos como es el solvol,  
también lo que me asombró fue que ya querían liberar el agua y de hecho el día de hoy 
estaban utilizándose el agua que estaba en la en los tanques para supuestamente consumo 
doméstico, esto podría ser realmente una irresponsabilidad del GAD Municipal, ya que sin 
tener pruebas de laboratorio se esté habilitando las redes de distribución, debe darse un 
tratamiento más exhaustivo, contratar empresas certificadas y de la misma manera pedir que 
exista el laboratorio también certificados hasta que el ARCA señale que el agua está apta para 
el consumo humano,  ya que al momento que ingresó el combustible la tubería esto fue 
absorbido por los poros de la tubería, por ello se debe limpiar el combustible de los poros de 
esta tubería, o caso contrario se debería se deberá reemplazar la tubería de PVC, y como usted 
puede ver ya estamos hablando cerca de un mes que esas tuberías fueron expuestas a 
combustible y no se ha dado un lavado minucioso de las redes, al menos en la parte donde yo 
vivo, no he visto que realmente las redes hayan sido presurizadas; cuando estuvimos el día de 
hoy en el tanque de reserva, ante el olor que se percibió se preguntó que era y nos dijeron que 
era solvol, lo que conozco es que este producto se utiliza para limpieza de motores, por lo que 
no es aconsejable utilizar este químico para limpiar las redes de agua potable; se conoce que 
en municipio de Colombia se recomienda utilizar  detergente industrial neutro, y se 
recomienda lavar de 2 a 3 veces la tubería. 

RAUL ESTEBAN GOMEZ GOMEZ, con C.C. 210076501, señala en el punto cero donde fue 
la ruptura se derramó un hidrocarburo, donde percoló por un suelo permeable llegando a las 
riberas de los ríos que van directamente la captación del río cristal, por ende quisiera hacer 
énfasis en este caso en las imágenes que se vio, la pérdida de biodiversidad cómo es especies 
de anfibios que son ranas, por el hecho de que un hidrocarburo contiene muchos compuestos o 
sustancias químicas venenosas como es el benceno, el xileno el tolueno que afecte tanto la 
biodiversidad y también pone en riesgo a la salud de las personas, que hagan uso de esta agua 
contaminada; que se realice una limpieza  a la planta de tratamiento agua y a la red de 
distribución, y a futuro se den las pruebas necesarias químicas para estos químicos ya no estén 
presentes en el sistema de distribución, y podamos tener una agua que sea apta para el 
consumo y una biodiversidad apta tanto para poder realizar diferentes formas de recreatividad 
o en su caso tener un ambiente sano y equilibrado; donde se habría producido el derrame se 
necesita limpiar retirar todo ese suelo que está contaminado de la parte inicial para luego 
limpiar el río hacia abajo y posteriormente un análisis químico y microbiológico inclusive 
físico para garantizar que sí se realizó en su totalidad la limpieza tanto del agua inclusive del 
suelo y podríamos también tomarlo como referencia con el aire  y como una remediación 



posterior deben en este caso recuperar la pérdida tanto de especies de flora y fauna. 

Por lo que, ha quedado completamente demostrado varios hechos realmente importantes en 
esta acción constitucional de protección, aquí miramos vulneración de derechos 
constitucionales y en este marco Petroecuador ha admitido que se derramaron inicialmente 
348 barriles de base de gasolina, eso equivale a 14,616 galones de base de gasolina, de los 
cuales nos dicen que recuperaron aproximadamente 450 galones, es decir son 14,100 galones 
de gasolina no se recuperaron, se dispersaron en los ríos, otro tanto llegaron por los grifos de 
agua a las familias del cantón Gonzalo Pizarro; se nos ha dicho también acá que es desde la 
planta de captación de agua, o de la toma de agua hacia abajo ya no hay hidrocarburos  lo cual 
es totalmente falso, se debería ordenar la reparación integral de todas las fuentes hídricas 
desde el lugar que se produjo el derrame hasta donde desemboca por lo menos el río Dashino, 
el río Blanco y obviamente el río Cristal,  quedó claro, primero hay un montículo importante 
de tierra contaminada y que hay una filtración permanente de hidrocarburos hacia el estero 
que está hacia abajo, eso quiere decir que la contaminación continúa vigente y dándose hasta 
la actualidad; todos, cuando caminábamos percibíamos el fuerte olor a hidrocarburos en este 
sector, estamos claros que la contaminación hacia el agua continúa vigente hasta este 
momento, también quedó claro en el proceso el día de hoy que Petroecuador conoció el 
mismo día 27 de julio de 2025, respecto del desastre que se haya causado y que por exceso de 
confianza, al pensar que esa agua no era la que llegaba a la planta de tratamiento de agua no 
avisaron a nadie; es una excusa que la comunidad no la acepta, no se informó la comunidad ni 
a la municipalidad y eso agravó mas el problema, estamos completamente seguros creo que 
todo lo que estamos acá que si Petroecuador informaba adecuada y oportunamente a la 
municipalidad no se contaminaba el sistema de agua, ni la red de redistribución de agua de 
toda esta población; se contamina el río Cristal evidentemente; por tanto la negligencia de 
Petroecuador para informar ocasionó que la contaminación se expanda mucho más y se ponga 
en riesgo la vida de 8.000 personas, indudablemente esto acarrea responsabilidades, 
primeramente a Petroecuador, para ello debemos tener en cuenta lo que establece el inciso 
tercero del Art. 396 de la Constitución de la República del Ecuador  señala “Cada uno de los 
actores de los procesos de producción, distribución, comercialización y uso de bienes o 
servicios asumirá la responsabilidad directa de prevenir cualquier impacto ambiental, de 
mitigar y reparar los daños que ha causado, y de mantener un sistema de control ambiental 
permanente…”, y no se diga que por culpa de una toma clandestina de hidrocarburos, les 
exime de responsabilidad, por tanto está clara la responsabilidad de Petroecuador bajo el 
marco  constitucional, e igualmente existe responsabilidad del Ministerio del  Ambiente, 
(MAATE)  para ello el Art. 389 de nuestra Constitución señala. “...El Estado protegerá a las 
personas, las colectividades y la naturaleza frente a los efectos negativos de los desastres de 
origen natural o antrópico mediante la prevención ante el riesgo, la mitigación de desastres, la 
recuperación y mejoramiento de las condiciones sociales, económicas y ambientales, con el 
objetivo de minimizar la condición de vulnerabilidad…”; en el presente caso no hay la 
prevención, ni la precaución, es decir por parte del MAATE, no se exige a las empresas como 
Petroecuador que prevengan este tipo de desastres; y luego este la Municipalidad que señalan 



que no son responsables y más bien son víctimas, a lo que estamos medianamente de acuerdo, 
para ello recordemos lo que señala el numeral 1 y 4 del Art. 264 de la Constitución, que 
indican las competencias exclusivas del los Municipios y la planificación del uso del suelo; 
por tanto como posible que exista una plana de agua potable metros más abajo de una estación 
petrolera; y además hoy quedó claro también que no tienen un sistema adecuado de control y 
para detectar oportunamente los desastres ambientales y también cómo se pone en riesgo la 
población dándole cualquier tipo de agua posiblemente igualmente de calidad a la población, 
hoy están dotando de agua que ponen en riesgo la vida humana sobre todo los niños, y 
coincido con la opinión, que los niños no pueden controlarse fácilmente, y el agua que están 
entregando lleva hidrocarburo que están afectando su piel,  no debería permitirse que esa agua 
aún contaminada llegue a una vivienda;  queda claro en este proceso la responsabilidad de las 
entidades accionadas, y lo que es más, hay un proceso de contratación para ampliar el sistema 
de captación de agua de río Cristal, con estos hechos está clara la vulneración de derechos 
constitucionales de la población, por ello pedimos se acepte esta acción de protección y se 
ordene todas las medidas de reparación integral a fin de que se restituyan todos los derechos 
de los ciudadanos de Gonzalo Pizarro.

5.2.- INTERVENCIÓN ANTE EL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA, POR PARTE DE 
LA ACCIONADA EMPRESA PÚBLICA PETROECUADOR, quien a través de su 
delegado, en lo fundamental señaló:

Por  medio de su defensa técnica indica con la intervención de varios técnicos o funcionarios 
que participaron de forma directa en el evento ocurrido el 27 de julio del 2025, se demostrará 
de forma fehaciente que mi representada no ha vulnerado derecho constitucional alguno, por 
el contrario demostraremos que Petroecuador también es una víctima en este caso, la defensa 
técnica de los accionantes en ningún momento han indicado de que ellos por su parte haya 
interpuesto alguna denuncia en la Fiscalía General del Estado, para que se investigue estos 
hechos públicos; incluso en los videos que fueron producidos claramente del canal de 
televisión Ecuavisa hace referencia de en este caso, de un acople clandestino por la cual ha 
ocurrido este derrame, dejando sin agua al Gobierno Autónomo Descentralizado del Cantón 
Gonzalo Pizarro; en este punto me permito llamar para que de una forma técnica e ilustrativa 
pueda poner en conocimiento de esta de su autoridad y de este auditorio al señor SIGFRIDO 
LEROY MEJÍA VITERI, funcionario de Petroecuador que indica, el 27 de Julio de 2025, 
recibimos la información de que había una baja de presión en las tuberías que transportan lo 
que es hidrocarburos dándonos un sector a buscar, como ustedes pueden ver son más de 20 km 
en los cuales nosotros tenemos que ir viendo en territorio el lugar posible de alguna 
intervención, al percibir el olor a hidrocarburo llegamos al sitio en el cual se observa una 
manguera que estaba a flor de piso en medio de la vegetación y estaba enterrada, es decir 
hacia el interior de la tubería que estaba enterrada más o menos a unos dos o tres metros, y 
obviamente para poder dar con el acople había que tener la intervención de la maquinaria que 
llegó al sitio al siguiente día por cuanto esta maquinaria estaba prestando servicios en el sector 
de San Carlos, en la erosión regresiva del río Loco; nosotros como seguridad física ante la 



alerta de baja de presión lo que hacemos es buscar por donde posiblemente se origina esa baja 
de presión, al identificar como digo se encontró la manguera entonces nos comunicamos con 
área técnica para que ellos sean los que determinen qué acciones posteriores que se tiene que 
realizar; 

DIANA CAROLINA QUEZADA HERRERA, técnica de Petroecuador indica como ya se 
había mencionado seguridad física hace el reporte de la novedad que encuentra en la línea y lo 
hace a la intendencia del poliducto, y después a las demás áreas de mantenimiento y nosotros 
somos activamos inmediatamente nuestro plan de contingencias y que consiste en el paro de 
bombeo del poliducto en el cierre de las válvulas en el recorrido del área para ver hasta dónde 
llegó el hidrocarburo en el establecimiento de puntos de control para nosotros poder contener 
el hidrocarburo, y su recuperación con paños con material hidrofóbico y poder dejar el área 
limpia para que pase a restauración ambiental, el recorrido del hidrocarburo tengo 
entendido que no llegó al río Coca qué pasó más o menos como 6 km aproximadamente, 
ya que hemos solicitado la planimetría y una vez que tengamos el mapa y tengamos los datos 
certeros  este dato se hará constar en el informe del plan emergente que se entregará al 
Ministerio del Ambiente, que será después de terminar todas las actividades de restauración, 
que lo tendremos en el mes de agosto de 2026, cómo dice el acuerdo ministerial,  por tanto lo 
que nosotros hacemos es liberar la línea o sea quitarle la presión a la línea, se sustrae todo el 
hidrocarburo que queda en la línea para que no se siga derramando, se ponen los puntos de 
control, se direcciona el hidrocarburo hacia los puntos de control y se recupera con vacum y 
con paños absorbentes el petróleo derramado, esto es de lo que consiste el tema de 
contingencia, en cuanto a la cantidad de petróleo derramado no  puedo dar esa información 
porque es un dato técnico y esa información la tiene el departamento de operaciones, y el 
momento que haga balance de partidas de volumen derramado se da a conocer al Ministerio 
del Ambiente que constará igualmente  en el informe del plan emergente, se debe indicar lo 
que se regó fue gasolina base la gasolina base, es un hidrocarburo, es una es una cadena lineal 
de carbonos e hidrógenos en sí no es gasolina extra no es gasolina súper no tiene otros aditivos 
que tiene las gasolinas normales, esta gasolina no sirve para los vehículos es una nafta base la 
cual llega hacia el terminal beaterio donde se le añaden los productos químicos respectivos 
para hacer la extra o súper, es una cadena simple de hidrocarburo de carbonos hidrógenos y 
oxígeno, son aromáticos policíclicos son pequeños como el benceno tolueno xileno, son 
tóxicos ya que todo lo que es hidrocarburo es tóxico. 

FRANKLIN MARCELO  LOZADA ORTIZ, técnico indica, acudimos a verificar y 
observamos que había una manguera con dirección al norte del sentido flujo al lado izquierdo 
del poliducto, entonces para lo cual nosotros necesitábamos descubrir la tubería ya que se 
encuentra de dos a tres metros de profundidad y manualmente no lo podríamos hacer, tuve que 
hacer venir la maquinaria desde el sector del socavón en San Carlos,   por el hecho de que no 
había  paso  se demoró unas 12 horas de viaje, y descubrimos que en la tubería había sido 
instalado un acople artesanal el cual a las presiones que nosotros manejamos no resistió y esto 
produjo partidura del neplo que acopla desde la tubería a la válvula que los delincuentes 



habían instalado, y primero procedimos  a despresurizar la línea  ya que se encontraba con 
GLP y gasolina,  para poder proceder a la reparación de la tubería, me demoré ya que 
técnicamente con GLP es altamente explosivo no se le puede reparar la tubería, entonces 
obligadamente teníamos que evacuar un poco de gasolina en este sector, sí una vez que se 
obtiene gasolina empezamos la reparaciones, y fue el día 29 de julio de 2025 que terminé con 
la reparación de la tubería instalando un full rap de un pie que es lo que nosotros realizamos 
en la parte técnica que se realiza en los trabajos de reparación; no sabemos desde cuándo la 
abrazadera o el acople clandestino se instaló  porque no teníamos una ubicación exacta, la 
cantidad de gasolina derramada corresponde a otra área; 

OMAR VALLEJO HIDALGO, técnico indica como área de apoyo de restauración ambiental 
apoyamos al área operativa que es SCA,  y construimos tres diques de control aguas arriba 
como se pudo evidenciar el día de hoy en la inspección judicial, la mayor presencia del 
derrame se dio aguas arriba; puedo decir que debido a la contingencia en los niveles 
superiores, en los aguas abajo no se evidenció cantidad significativa de presencia de derrame, 
ya en el punto de toma y en el punto del recorrido más o menos a partir de la primera y 
bajando la estación Quijos, eso se lo pudo determinar con el Ministerio del Ambiente en el en 
el primer recorrido, en donde se tomaron las muestras iniciales eso como etapas iniciales en 
nuestra área de apoyo; y de ahí, inmediatamente nosotros hemos planteado también el plan 
emergente remitido a la autoridad ambiental las actividades que tenemos que realizar como 
remediación y las actividades que estamos ya al momento ejecutándolas, esto es básicamente 
el retiro de la palizada para abrir el estero y proceder a hacer el lavado de riberas del río, cómo 
se evidenció en las partes superiores existió ya un punto de saturación producto del 
hidrocarburo, el cual permitió el afloramiento en las bases de las riberas en donde estamos 
viendo que está saliendo el producto, y en eso nos encontramos ahora conteniendo 
recuperando in situ, procedemos con el lavado básicamente lo que nosotros estamos haciendo 
como remediación una vez que se culminen las actividades propuestas a finalizar el mes de 
agosto el próximo año 2026, se realizará el monitoreo con el Ministerio del Ambiente y con 
las autoridades pertinentes para determinar por medio de análisis de laboratorio si es que se 
encuentra ya dentro de límites permisibles, cabe aclarar que nosotros mientras el Ministerio 
del Ambiente no nos autorice no podemos retirarnos del lugar; es decir que estamos 
actualmente en permanente remediación tomando en cuenta también que dentro de este 
informe final y de todo este proceso de remediación incluye estudios bióticos realizado por 
especialistas, los cuales analizan el tema de fauna y flora,  y se hacen estudios fisicoquímicos 
que consisten en la toma de muestras y en las actividades en situ; básicamente hicimos el 
recorrido hasta donde se determinó que habían todavía trazas de hidrocarburo que fue casi 
hasta la toma de agua más abajo, y por cuanto las corrientes de agua son más fuertes no 
evidenciamos presencia de hidrocarburo como en las partes de arriba, entonces hemos 
calculado que desde el punto cero, hasta la toma de agua que es lo que nos estamos 
proyectando son alrededor entre 5 y 6 km; se debe indicar que el río Aguarico y el río Dashino 
no tienen inconvenientes ya que van por la parte superior  es decir por otro lado, además no se 
evidencia contaminación pasando la toma debido a que la mayoría de hidrocarburos se quedó 



en la parte de arriba, otro porcentaje se evaporó y el otro porcentaje es el que se pierde y otro 
porcentaje se recupera; cuando hay derrames el área operativo SCA, es el que informa al 
Ministerio del Ambiente y entiendo que  el área de relaciones comunitarias es la encargada de 
hacer las conversaciones y los acercamientos con la entidad municipal; básicamente 
establecemos por cada avance puntos de contingencia con cuellos de ganso, y luego tomamos 
agua limpia del estero de arriba y con la bomba de presión hacemos de lavado dependiendo 
del grado de infiltración podemos hacer compresión o con tipo lluvia dependiendo; para 
nosotros ver si es que está infiltrado hacemos una especie de calicata a presión de ahí 
normalmente es un lavado a baja presión, no podemos erosionar y es por eso justamente que 
tenemos los diques de contención con paños de absorbentes y con las salchichas absorbentes, 
con ello hacemos la recolección y el control de aguas abajo, entonces procuramos recoger 
todo por eso no solamente tenemos un dique para ello y más abajo tenemos alrededor de dos 
diques más;  siempre estamos en control constante y la forma de garantizar justamente es todo 
esto es al finalizar las actividades del resultado las toma de muestras de laboratorio y los 
resultados de los análisis, eso va ser lo que nos garantice realmente si es que está o no 
contaminado, por el momento hemos tenido la experiencia de trabajar en varios lugares de esa 
forma y hemos logrado al finalizar resultados óptimos, se debe indicar que no podemos 
introducir vegetación o fauna de otros lados lo que nosotros hacemos generalmente es de 
sucesión natural es decir que se regenera la vegetación y también la fauna y este se regenerará 
una vez que está ya avanzada el tema de la limpieza, y para ello actualmente en este punto 
estamos trabajando alrededor de 12 personas, y se tiene contemplado trabajar con 20 personas, 
pero por el momento están trabajando la mitad digamos del personal está colaborando con la 
repartición del agua al Municipio. 

BOLIVAR JAVIER PLUAS ORTEGA, técnico indica Petroecuador en coordinación con el 
GAD Municipal de Gonzalo Pizarro, se realiza gestiones con instituciones como es 
EMAPALA, GAD Municipal de Cascales, para el abastecimiento de los tanqueros de EP 
Petroecuador tiene disponible; desde el día 30 de julio de 2025, se empezó a entregar agua 
potable para consumo al cantón Gonzalo Pizarro, y de parte de la entidad Municipal de 
Gonzalo Pizarro se realizó la gestión para más unidades y abastecer de líquido al cantón; así 
también Petroecuador realizó las gestiones con el Ministerio de Salud Pública, a fin de realizar 
brigadas médicas para atender a la ciudadanía; es así, que los días 6, 7 y 8 se hicieron 
atenciones médicas, es así que el día 6 de agosto de 2025 se realizó en la cancha cubierta del 
recinto Amazonas atenciones médicas;  el día 7 de agosto de 2025 se realizaron atenciones 
domiciliarias ahí mismo en la recinto Amazonas y parte del sector en sí, el día 8 de agosto de 
2025 se realizaron atenciones médicas mediante la brigada ya establecidas en la cabecera 
parroquial Gonzalo Pizarro, fueron 3 días de atenciones dirigidas a la ciudadanía como parte 
de la gestión,  también se realizó la entrega de unos tanques de plástico con el fin de atender 
en este caso a grupos prioritarios que el mismo GAD Municipal tiene dentro de sus nóminas; 
igualmente se ha estado constantemente participando de las distintas reuniones coordinaciones 
de reuniones del COE Cantonal, en donde se ha podido participar y tener conocimiento de 
cada una de las instituciones ha estado en este caso gestionando o colaborando para atender la 



emergencia. Actualmente como Petroecuador tenemos seis tanqueros directamente entregando 
agua potable a la ciudadanía, lógicamente que hay otras unidades por parte de otras 
instituciones como el mismo GAD Municipal de Gonzalo Pizarro y  obedecemos a una 
planificación y coordinación con el municipio ya que ellos tienen mapeado los barrios; es 
importante aclarar que hemos ido realizando visitas a ciertos sectores, como es el centro 
turístico el manantial y las personas que están a cargo de ese sitio no han tenido ningún 
problema en ese centro recreacional, incluso habían personas en este centro recreacional,  les 
hemos preguntado si han tenido algún tipo de afectación y no nos han hecho saber algún tipo 
de problemas de inconveniente al menos en ese sitio. En cuanto al abastecimiento de agua 
para los planteles educativos no es que de pronto van a cambiar los planes, lógicamente si un 
centro educativo va iniciar actividades, lo que hay que hacer es básicamente tomar ese punto 
como de referencia y también dotar de agua, eso también lo tratamos en algunas de las 
reuniones que se ha mantenido y es lógico que también se tenga que dotar de agua a los 
planteles educativos; además estamos haciendo el trabajo con un gran número de personas 
apoyando en la distribución de agua, de alrededor de 30 personas apoyando tanto en los 
trabajos de la planta de tratamiento como también la distribución de agua, es así que las cosas 
van de acuerdo a la planificación del municipio. 

PRUEBA DOCUMENTAL: 1.- El informe de verificación de fecha 27 de julio del 2025 a 
las 15h30, reportado por el señor Mario Mena Jumbo, en su parte pertinente localización y 
lugar exacto: zona Nororiente, bloque poliducto, provincia de Sucumbíos; cantón, Gonzalo 
Pizarro, lugar recinto Simón Bolívar, causa del evento perforación clandestina es ese 
justamente el  evento reportado de la de la toma clandestina; así mismo describe el incidente 
con fechas y horas, en la cual incluso una vez de que tuvo conocimiento el personal de EP 
Petroecuador a las 16h26,  del día 27 de julio del 2025 se reporta al ecu 911; quiénes envían el 
apoyo de una patrulla de la Policía nacional distrito Lumbaqui a las 17h00 ingresa personal de 
la Policía nacional distrito Lumbaqui, cabo primero Mora Borja William Norberto, y cabo 
segundo, Jaramillo Grefa Apolo quiénes coordinan con el fiscal de turno de la provincia de 
sucumbíos del Dr. Marco Calle autorizando la liberación de la perforación clandestina para 
que Petroecuador proceda con la reparación. 

2.- Se cuenta con la denuncia presentada en la Fiscalía General del Estado, con sede en el 
cantón Lago Agrio, en su parte pertinente hace referencia a la denuncia N0. 21020182508302, 
origen del incidente denuncia formal escrita, tipo de infracción sustracción de hidrocarburo no 
flagrante, consumado al lugar y fecha del incidente 27 de julio del 2025, hora del incidente 
18h35, parroquia el Reventador, dirección el Reventador recinto Simón Bolívar, tramo 
poliducto; el denunciante: Dr. Torres Suquilanda Luis Joel. 

3.- Se cuenta con el parte policial Nro. 2025072803094848110, de fecha de impresión 28 de 
julio del 2025 en el cual los servidores públicos de la Policía Nacional hacen referencia a lo 
siguiente: pongo en conocimiento de mi capitán que encontrándonos en el servicio de 
patrullaje como móvil Lumbaqui y Gonzalo Pizarro, de segundo turno con conductor el cabo 
Segundo Jaramillo Pablo y jefe de patrulla el señor cabo primero Mora William por 



designación del ecu 911 avanzamos hasta la altura de la estación de bombeo Quijos 
Petroecuador a 2 km aproximadamente más adelante, a verificar una posible toma clandestina 
de la tubería del oleoducto, por lo que constituidos en el lugar nos entrevistamos con el señor 
de seguridad privada los cuales prestan seguridad al poliducto de Petroecuador, dándonos a 
conocer que aproximadamente a las 16h00, de hoy domingo 27 de julio del presente año, 
reciben una llamada telefónica de la novedad de parte del señor Milton Jiménez jefe de 
cuadrilla de la patrulla, la cual había descubierto una perforación clandestina posterior a esto 
organizamos el dispositivo con tres hombres a su personal de seguridad con los cuales llegan 
al lugar. 

4.- Se cuenta con el Memorando, de fecha 19 de agosto del 2025 con el asunto combustible 
recuperado del derrame de gasolina base en el PK 22-227, adjunto la tabla con los galones de 
combustible recuperados durante los trabajos de contingencia realizados por el derrame de 
gasolina base, desde el 30 de julio del 2025 hasta el 12 de agosto del 2025, se adjunta la tabla 
debidamente certificada por la jefatura de documentación y archivo Oriente en su parte 
pertinente contiene las cantidades totales de hidrocarburos recuperado en el en el PK 122-275 
derrame perforación clandestina hace referencia a la recuperación en la fuente hídrica número 
1  por 145 galones, fuente hídrica número 2, recuperados 275 galones total recuperado 420 
galones de hidrocarburos en las dos fuentes hídricas; 

5.- El Memorando del 16 de agosto de 2025, en el cual se indica que existen 348 barriles 
derramados en cada una de las perforaciones, este documento está suscrito por el Ing. Alberto 
David Cabrera Fajardo, intendente del poliducto Shushufindi-Quito. 

En razón de aquellos me permito hacer referencia también de todas las actividades que ha 
realizado Petroecuador a través de la jefatura de responsabilidad social, los cuales se 
encuentran detallados de forma clara y precisa en los informes remitidos con fotografías 
incluso, debo hacer referencia en la mañana compareció uno de los testigos y hacía referencia 
que dejaron gran cantidad de pañitos abandonados o botados y que no recogió; estos son 
material especial que utiliza el personal de la institución para recuperar el producto, en este 
caso que se encuentra en contacto o mezclado con el agua, además dentro de estos informes se 
encuentran detallados los trabajos realizados por personal de la EP Petroecuador para mitigar 
el daño por este evento no deseado, producto de la perforación de un acople clandestino, 
constituyéndose en un delito sustracción de hidrocarburo, establecido en el Art. 266 del COIP 
y conforme así se ha señalado por las autoridades incluso a la Policía Nacional, y las 
fotografías de los trabajos realizados por el personal de Petroecuador para el retiro de este 
acople y reparación de la tubería del poliducto; bajo este contexto su señoría me permito 
indicar de que conforme así lo recoge nuestro ordenamiento jurídico el Art.  188 de la 
Constitución y el Art. 39 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, dado de que se ha dejado demostrado dentro de esta audiencia que el evento se 
origina por la toma clandestina en el poliducto, constituyéndose mi representada en una 
víctima  de la delincuencia organizada, sin embargo EP Petroecuador ha actuado de forma 
diligente inmediata y coordinada presentando oportunamente la denuncia en la fiscalía y 



acudiendo al sector afectado para mitigar los efectos de este incidente, y considerando que mi 
representada también es una víctima de la delincuencia organizada y no solamente en este 
punto sino en varios puntos de las diferentes provincias por donde atraviesan los poliductos, 
por lo que en esta audiencia se ha dejado establecido de que no es un derrame de 
responsabilidad directa de Petroecuador, por un acto u omisión de autoridad pública; más sin 
embargo, ante ello consideramos que la acción de protección no tiene ningún asidero, ya que 
la parte accionante de considerarse afectada se tiene el trámite previsto en el Art. 296 del 
Código Ambiental, que hace referencia a las medida de reparación, siendo la autoridad 
ambiental la que determine el grado de afectación o en este caso de encontrarse daño a la 
propiedad privada, o daño a la vegetación y animales, se tendrá que determinar la 
correspondiente  indemnización;  así también el Código Orgánico Administrativo en el 
artículo 302 establece la responsabilidad civil y penal por el daño ambiental, esta acciones son 
de carácter civil; por último me permito hacer referencia a la jurisdicción contenciosa 
administrativa concretamente al artículo 326 numeral 4 literal b) del COGEP, respecto de  la 
responsabilidad objetiva del estado en razón de aquello, la acción de protección no es un 
mecanismo adecuado para las pretensiones planteadas por cuanto está reparaciones de daños 
materiales se podría decir podrían tener o llevar en este caso en la jurisdicción ordinaria en la 
cual ventilarse de forma adecuada, con más información, documentación peritajes y otros que 
se podría requerir para establecer de forma Clara y precisa la afectación, solicitamos se 
declare la inadmisibilidad de la acción de protección conforme así lo recoge el Art. 40 de la 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional y se declare la 
improcedencia de la misma.

5.3.- INTERVENCIÓN ANTE EL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA,  POR PARTE 
DE LA ACCIONADA GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO 
MUNICIPAL DEL CANTÓN GONZALO PIZARRO, quien a través de su Delegado, en 
lo fundamental señaló:

En esta audiencia se ha demostrado la existencia de una contaminación ambiental, pero no se 
ha demostrado la responsabilidad civil o administrativa del Municipio, para que quepa la 
acción de protección, por cuanto la acción de protección cabe cuando existan violación de 
derechos constitucionales y graves por acción o por omisión de la una autoridad pública;  no 
hay omisión del Municipio en ninguna parte, o  dónde está la autorización del Alcalde que 
diga que contaminen el agua por escrito o verbal; no existe, solo es en base a supuestos y en 
derecho constitucional y en el derecho común no se habla de supuestos se habla de hechos 
comprobables, no se trata de venir a sorprender a la autoridad, ni tampoco obligarle a que la 
autoridad actúe por afectos o por desafectos, aquí las cosas se demuestran en derecho, no se ha 
exhibido a la presente fecha que el Municipio haya omitido cumplir con sus competencias, 
establecidas en el Art. 264 Constitución de la República, proveer el servicio público de agua 
potable; Art. 55 del COOTAD, proveer de agua potable; conforme la inspección judicial que 
se realizó en varios puntos; ¿Qué se demostró?,  la existencia de derivados de hidrocarburos, 
en la planta de tratamiento de agua potable, uno de los señores técnicos ingenieros 



ambientales yo le hice la pregunta; ¿Qué tiempo se tardaría el hidrocarburo en bajar desde el 
punto cero hasta el afluente del río Cristal?, y dijo aproximadamente 2 días,  es así que el 29 
de julio de 2025, el Municipio se entera por el trabajador y ese mismo día a las 09h30, y 
procede a suspender el servicio de agua potable, y seguida se convocó al COE  Cantonal 
conforme el procedimiento normal  previo a declarar el estado de emergencia, luego que 
conoce del particular el COE  Cantonal, dispone que se forme la mesa de salud, de vivienda y 
de desarrollo comunitario, es por ello las brigada médicas de Petroecuador conjuntamente con 
el Ministerio de Salud, se busca ese mismo día la solución para el tema del agua, y se 
consiguió la ayudas del Gobierno Autónomo Municipal de Lago Agrio, EMAPAL; Cuerpo de 
Bomberos de Lago Agrio, Gobierno provincial Sucumbíos,  Petroecuador, Brigada Militar de 
este cantón y la ayudas de Hidro Alto; y desde el 30 de julio de 2025,  el Municipio está 
entregando agua potable a la población; es decir, que no hemos descuidado nuestras propias 
competencias; al día siguiente el 30 de julio de 2025, el Municipio de Gonzalo Pizarro pone 
la denuncia penal en la fiscalía del Lago Agrio por delito contra el agua, en esta misma 
fecha el señor Director de Medio Ambiente, pone conocimiento del señor Alcalde las 
actividades ambientales realizadas luego de la inspección hecha en campo con personal de 
Petroecuador y medio del Ambiente,  se toman la muestras y se comunica al Ministerio del 
Ambiente la afectación al agua cuando debió hacerlo Petroecuador;  con  lo que se demuestra 
que Petroecuador nunca comunicó al Municipio sobre el siniestro causado en la tubería, 
tuvimos que enterarnos por el operador de la planta; entonces cuál es, hasta aquí, la acción o la 
omisión en la que incurre el Municipio; ninguna; dirán que no le comunicaron a la población, 
claro que le comunicamos el 29 de julio de 2025, a través de comunicados oficiales en las 
redes sociales ya que no se cuenta con un canal de televisión o una radio; entonces si no hay la 
acción municipal y sabiendo que también el municipio puso su demanda penal por delito 
contra el agua y que siguiendo el procedimiento del Código Orgánico Administrativo y del 
Código Orgánico del Ambiente, será el Ministerio del Agua la que establezca cuáles son los 
daños causados y la reparación integral, ese es el procedimiento y con esto se demuestra  
existe otro mecanismo y que no es necesariamente la acción de protección, conforme se 
establece en el art. 40 de la Ley de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, es un 
poco sorprendente la forma cómo quieren desvirtuar los hechos y los actos sucedidos, una 
cosa es la ficción y otra cosa es la realidad; se nos acusa por no tener un detector de supuestas 
fallas en el sistema y como lo comentaba en la diligencia, si existen los he visto en Europa, en 
Asia aquí no, y la otra cosa que debemos contar con recursos en el municipio,  y le hacía la 
siguiente reflexión, si al municipio le cuesta generar un metro cúbico de agua 40 centavos, y 
muchas de las personas que estuvieron aquí dando su testimonio pagan entre 0,6 centavos y 
5.00 usd,  por consumo de agua mensual, y la mayoría de la población no paga más allá de 
20,00 usd por mes, entonces con qué recursos vamos a hacerlo nosotros, es humanamente 
imposible; se debe  informar, una vez que hicimos la inspección judicial en la que se pudo 
constatar que la planta del cristal está suspendida, el municipio y la administración municipal 
han decidido no captar agua definitivamente de esa fuente, y estamos en estudios para para el 
nuevo sistema de agua potable que llevará tiempo y recursos, por tanto el Municipio ha 
cumplido con sus obligaciones administrativas, legales y constitucionales, por lo que  en 



base a la dispuesto en el Art. 40 y por existir una demanda contra la misma institución 
Petroecuador en materia penal, sabiendo que por derecho nadie puede ser juzgado más de una 
vez por la misma causa razón o materia, se declare la improcedencia de la acción de 
protección, ordenando el pago de costas procesales. 

TESTIMONIOS QUE BRINDAN LOS TÉCNICOS DEL GOBIERNO AUTONOMO 
DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTON GONZALO PIZARRO.

DANY RODRIGO ACOSTA MORENO, quien señala voy a referirme exclusivamente a la 
parte que son mis funciones que es el de control ambiental, la persona que podría ser 
imperativa para el tema de planta de tratamiento corresponde a los compañeros de la jefatura 
de agua potable, que se encuentran todavía trabajando en la en la planta, en tal sentido yo voy 
a comentarles exclusivamente nuestras facultades esto es el daño ambiental ocasionado; este 
es un proceso que se ha venido dando desde el 29 de Julio de 2025,  desde que tuvimos 
conocimiento y fue a partir de ahí que iniciamos una serie de actividades conforme lo 
establece la normativa ambiental vigente, aquí el abogado de Petroecuador con mucho respeto 
dijo, que en el Art. 296  del Código del Ambiente, se establece en las actividades que van a ser 
autorizadas por la autoridad ambiental competente para el tema de reparación integral, más sin 
embargo el Art.  290 de dicha norma indica, que para la determinación del daño ambiental el 
procedimiento es identificar al operador, no la actividad que ocasionó que el operador de 
pronto tuvo un percance producto de alguna actividad ajena a las normales que ellos ejecutan, 
yo no sé en qué momento estamos entrando en un contexto donde que el GAD Municipal 
asume una corresponsabilidad directa,  el Municipio ha ejecutado muchas acciones en este 
sentido nosotros hemos recibimos el derivado de hidrocarburo en nuestra planta, e hicimos la 
inspección y quién determinó el punto cero fuimos nosotros, sobrevolamos, el personal de 
Petroecuador ya tenía conocimiento y por eso fue la pregunta que hice hace un momento, por 
qué nos estaban llevando a captación luego estamos llegando a la toma incluso fuimos a la 
estación de Quijos que está a 2 km más acá abajo, en la vía Lago Agrio - Quito buscando el 
punto del derrame, por eso omitieron seguir el procedimiento que establece para la 
determinación del daño ambiental, que está incluso en Acuerdo No. 080, del año 2024; 
además de lo establecido en  el Art. 291 del Código Orgánico del Ambiente,  que  implica que 
el operador tuvo que haber notificado en las 24 horas, si se hubiera seguido este 
procedimiento no estuviéramos en este contexto o sea en esta en esta situación, donde 
ahora el Municipio se ve implicado también como que tuviéramos alguna 
responsabilidad directa; es cierto tenemos la competencia de brindar el agua potable, lo 
hemos estado haciendo hemos,  cumpliendo con el procedimiento que enmarca también el 
artículo 211 del Código Organizado del Ambiente, de realizar los muestreos y monitoreos 
ambientales una vez se presencie este tipo de contaminación;  el día 30 de julio de 2025 que 
se descubrió el punto cero, inmediatamente en horas de la noche nos pusimos en contacto y 
con la disposición de la máxima autoridad seguir el procedimiento que corresponde, hicimos 
un acuerdo de contrato anticipado porque recordemos que se hizo la declaratoria de 
emergencia y nos faculta también este tipo de procedimiento mediante la Ley de Contratación 



Pública para traer un laboratorio acreditado, que está haciendo los muestreos tanto en la 
planta de tratamiento de agua, tanto en el punto cero y en los tanques de distribución, 
además en algunos domicilios del cantón Gonzalo Pizarro, en la ciudad de Lumbaquí y 
también en el sector de la parroquia de Gonzalo Pizarro y el recinto Amazonas, los gastos 
están siendo cubiertos por el Municipio, estos son sumamente costosos y este 
procedimiento lo hacemos para poder determinar el estado del agua, antes del tratamiento, 
durante el tratamiento y posterior al tratamiento, para poder como Municipio aperturar las 
llaves y hacer el comunicado oficial,  ojo el agua para el consumo del agua,  y no para el uso, 
ya  que mientras el laboratorio acreditado por el SAE que es el Servicio de Acreditación 
Ecuatoriana, no nos indica que estamos dentro de los límites permisibles para el agua potable 
que está establecido en la Norma Inem No. 08 nosotros no vamos a dar nuestro criterio de 
factibilidad; también algo escuchaba de un compañero de Petroecuador que indicaba que el 
límite permisible es 0.5 de acuerdo a la tabla 2 del Acuerdo Ministerial No. 097,  qué es para 
agua de calidad de vida acuática; pero cuando es un cuerpo hídrico que abastece a una 
captación de agua cruda el límite permisible es 0.2; en este caso concreto tenemos un 
resultado que en el punto cero estaba mayor a 440 mg por litro, y el límite permisible para 
agua cruda,  para agua potable es cero, no tiene que tener nada de hidrocarburos, nosotros 
tuvimos un porcentaje en mayor a 440 mg por litro, y conforme vamos bajando a baja a 39.6  
y 12.2 y la última que tomamos fue 4.00 mg. por litro;  estos resultados nos sirvieron para 
determinar la existencia de hidrocarburos,  ya que no sabíamos a qué nos estábamos 
enfrentando, no sabíamos con qué tipo de sustancia teníamos contaminada la tubería de 
nuestra de nuestras redes de distribución,  una vez que los resultados no llegaron tomamos 
las debidas medidas; y los compañeros de agua potable están haciendo el tratamiento, se les 
pasó los resultados, realizaron los análisis correspondientes e hicieron muchas cotizaciones 
con varias empresas; también quiero ser muy claro aquí estamos  olvidando que la 
reparación integral del daño le corresponde al que contaminó; es lamentable que hayan 
sido víctimas de una acción de un grupo delictivo organizado;  se debe indicar que el día de 
hoy hicimos posterior a eso otro muestreo en la descarga de las líneas de distribución y en 
unos domicilios y también después de eso hicimos ocho puntos de muestreo incluyendo de 
nuevo la planta de tratamiento, los tanques de distribución y los domicilios, con estos 
resultados nosotros de igual manera tenemos que esperar siete días a que nos lleguen los 
resultados porque mandamos hacer todos los parámetros de las tablas que nos exige la 
normativa y cuando tengamos estos resultados esperamos que ya terminen los compañeros del 
proceso de limpieza y una vez que termine el proceso de limpieza, tengo también una  
prueba de agua de calidad del río La Libertad, pues no vamos a volver a tomar agua de 
la captación del río Cristal eso yo creo que quedamos todos muy claros  y se va a tomar la 
captación del río la Libertad. 

CRISTIAN ALEJANDRO ROCHINA TADAY, técnico indica que para el control del agua 
laboran cuatro personas con diferentes horarios y siempre se lleva la el análisis previo para 
hacer el tratamiento entonces se mide con los niveles de turbidez el nivel de PH, esos son los 
dos parámetros que llevan los operadores para hacer el análisis previo para el tratamiento del 



agua, los encargados laboran con diferente horario vespertino y nocturno de 6 a 6, la 
contaminación se da en horas de la noche, y se dieron cuenta enseguida de tal manera que se 
bloqueó las válvulas y realizaron el primer lavado porque si no la afectación hubiese sido 
mayor, y de ellos vino la notificación, ahora recordemos el corte que se está hablando aquí de 
hidrocarburo, es gasolina blanca y al ser un líquido volátil tuvieron el altercado de del olor 
característico y al ser  hidrocarburo transparente no necesariamente tiene color, lo que 
sucedió en horas de la noche no necesariamente va a ser visible, con el olfato es donde se 
dieron cuenta y no es necesario que el hidrocarburo debe ser llamativo el color; ahí están las 
características y las diferentes composiciones químicas de la gasolina es por eso que no se 
dieron cuenta a tiempo, además de aquello hay que tener en consideración que frente a la 
planta de tratamiento, tenemos una planta en donde faenan pollos, y por ello los operadores se 
confundieron y no corroboraron el olor de la gasolina, confundiéndose con los químicos de 
limpieza de dicha granja avícola, es por esto que pasó hasta la ciudadanía los operadores 
vieron que el nivel de turbidez el nivel de PH era el correspondiente, pero cuando ya suscitó 
en este caso la notificación hicieron  el seguimiento del agua, pero cuando ya verificaron 
que llegó a la ciudadanía y que la ciudadanía también ya encontró ese olor se notificó y 
corroboraron lo que los señores operadores ya venían estando en alerta, en el momento de las 
confusión se realizó una prueba organiléptica, por eso es que estaban haciendo el seguimiento 
cuando ya llegó el agua enseguida se bloqueó la válvula que distribuye hacia la 
ciudadanía y se hizo el primer lavado para subsanar o minimizar un poco el impacto y como 
primer lavado se utilizó detergente común, también hemos utilizado el solvol y obviamente se 
ha utilizado en la primera parte del lavado mediante hidrantes recordemos que este químico 
tiene un olor característico bastante fuerte se le realizó en horas de la noche para hacer una 
afectación menor en los hogares y se evacuó a través de los diferentes  hidrantes, este  informe 
está presentado a la jefatura de agua potable con las fechas del 18 de agosto 2025, si no estoy 
no recuerdo mal, el abastecimiento a la población se está realizando por vía tanqueros, la 
planificación para la habilitación del servicio de agua potable la hemos realizado como le 
menciono con este químico desde el 17 de agosto en la noche para amanecer el día 18 de 
agosto, con el químico solvol; entonces se ha venido realizando la primera etapa de la 
limpieza mediante depresión, con los diferentes niveles de PSI que se había mencionado, la 
planta tiene una variación de altitud de 100 m., con lo que ganamos suficiente presión desde 
que nace el agua;  se ha trabajado toda la noche con los compañeros de cuadrilla para avanzar 
y abarcar la mayor cantidad de redes de distribución desde las diez de la noche hasta las 
cinco de la mañana, para las diferentes etapas de limpieza el químico característico tiene un 
color blanco cuando nosotros ya realizamos el enjuague 1 a 4 veces, cuando ya no tenemos 
el olor característico y el color blanquecino es que hemos cumplido con el trabajo de eliminar 
ese químico, este producto actúa por arrastres que produce el fraccionamiento de las cadenas 
de hidrocarburos y en este caso es efectivo al tratarse de gasolina blanca; igualmente se 
menciona que en la tubería de PVC se pega el hidrocarburo,  por tanto su limpieza  tiene que 
ser muy agresiva, el flujo de agua y tener bastante partículas cosa que ya se viene no se viene 
realizando esta tubería tiene la calificación INEN  y está diseñada para tratamiento y 
transporte de agua; se debe indicar que se está realizando en donde mayor afectación y donde 



existe mayor cantidad de personas se esta utilizando el deterol,  este  producto tiene incluso 
tiene la calificación por parte del Ministerio de Salud en el grado de biodegrabilidad, entonces 
está llevando a cabo un trabajo de seguimiento hacia la población para que el impacto sea 
mínimo; siempre se evalúa el grado de afectación como se ha dicho, para los niños que en este 
caso es una población vulnerable; como pudieron verificar en la visita a la planta de 
tratamiento se ha realizado la primera etapa, que es la aplicación de la pintura grado 
alimenticio esta tiene siete días para llegar al punto donde pueda viajar el agua, se ha realizado 
la segunda aplicación de pintura el día viernes 22 de agosto de 2025, y  contamos ocho días 
más para su uso, además se está realizando la importación de módulos de sedimentación que 
va a demorar 15 días más, estamos hablando aproximadamente que necesitamos al menos un 
mes más, para el adecuado funcionamiento de la planta, y con la entrega de resultados por 
parte del  laboratorio estamos hablando de un mes y quince días aproximadamente para 
su total funcionamiento; se ha demorado en la limpieza ya que se evaluado todos los 
químicos  de las diferentes casas comerciales, entonces nosotros nos hemos apegado a esta 
casa comercial que es justo para el tratamiento de aguas, este químico bastante estable tiene 
grado de reactividad uno,  grado de afectación a la salud 1, tiene una concentración estable por 
parte de la casa comercial, entonces tenemos el químico puro que incluso tiene la disolución 
nosotros hemos realizado la limpieza en la planta de tratamiento con una concentración 11, y 
en la red de distribución 11,  pero para el segundo enjuague se realizó una dilución de 1100. 

5.4.- INTERVENCIÓN ANTE EL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA,POR PARTE DE 
LA ACCIONADA MINISTERIO DEL AMBIENTE, AGUA Y TRANSICIÓN 
ECOLÓGICA, FUSIONADA AL MINISTERIO DE ENERGÍA Y MINAS, quien a 
través de su Delegado, en lo fundamental señaló:

Que el siniestro se suscitó el 27 de julio del año 2025, y llega a nuestro conocimiento el día 30 
de julio del 2025, y hemos escuchado a la parte técnica y también a la contraparte, pero nadie 
ha podido indicar por qué no se puso en conocimiento del Ministerio del Ambiente, Agua, y 
Transición Ecológica ahora en fusión con el Ministerio de Minas, es decir que nosotros 
desconocíamos de este siniestro, más sin embargo el 29 de Julio de 2025, por redes sociales 
llega a conocimiento de mi representada este hecho lamentable suscitado aquí en el 
cantón Gonzalo Pizarro, ante ello hemos actuado de forma inmediata conforme se justifica 
con la prueba que se han anexado al expediente y que es de conocimiento de todas las partes, 
así tenemos que con fecha 29 de julio del 2025 mediante Memorando No. MATTE-DZ- 09 
2025- 1208, la Directora Zonal pone en conocimiento de planta central Quito específicamente 
al secretario de calidad ambiental sobre este hecho suscitado, así mismo con fecha 30 de julio 
de 2025, de manera muy ágil calidad ambiental dispone a Petroecuador para que proceda 
de manera inmediata a activar el plan de contingencias y que proceda a proveer el 
suministro de agua potable con tanqueros a las comunidades afectadas, entonces estamos 
demostrando que el Ministerio del Ambiente ha actuado de manera inmediata, aún sin tener 
conocimiento oficial de los hechos sino por medio del Facebook, el día 30 de julio de 2025, 
más sin embargo se ha comparecido a todos las toma de muestras y a todas las diligencias a 



pesar de tener un personal bastante reducido, pero hemos atendido de manera personalizada 
porque esa es nuestra misión como institución, velar y precautelar no solamente el ambiente 
sino también precautelar el derecho a la vida porque entendemos que el hecho de consumir 
una agua que no es apta afecta la salud, es así que uno de nuestros técnicos de calidad 
ambiental acompañado de las otras instituciones procede a una inspección mediante el cual 
levanta un informe técnico con No. MAATE-DZ9-INF-2025-018, de fecha 31 de julio del 
2025, la Espc. Mary Paucar, la misma que en sus conclusiones principales señala que existe 
una posible afectación del sistema de agua potable del recinto Amazonas, tanto en la captación 
con en la red de distribución, y que está afecta a 8.000 personas, y 2.000 conexiones 
domiciliarias, que el evento fue provocado por una práctica ilícita de perforación del poliducto 
con fines de robo, y entre sus recomendaciones refiere; mantener suspendido el servicio 
de agua potable hasta contar con los resultados oficiales de la calidad de agua y 
garantizar que no exista riesgo de consumo en el ser humano; dar atención inmediata a la 
limpieza al sistema a fin de garantizar el abastecimiento de agua para el consumo humano; 
continuar con el monitoreo ambiental y social hasta superar totalmente la emergencia; 
igualmente consta dentro del expediente, el oficio No. MAATE- DCA-2025-1769-O, de fecha 
3 de agosto de 2025, en el que se dispone al operador EP Petroecuador que remita un informe 
diario sobre las acciones de compensación inmediata, relacionados con el suministro de agua 
segura a la población, con el propósito de conocer en detalle las medidas de contingencia 
implementadas para garantizar el acceso al recurso hídrico de la zona afectada; igualmente se 
cuenta con el Oficio No. PETRO-SSA-2025-2073-O, de fecha 6 de agosto del 2025 suscrito 
por el Subgerente de Seguridad y Salud Ambiental, presentó al Ministerio del Ambiente, Agua 
y Transición Ecológica, el plan emergencia del derrame; así mismo mediante oficio No. 
MAATE-DCA-2025-1872-O, fecha 26 de agosto del 2025 por la directora de Control 
Ambiental encargada, mediante el cual notifica a la empresa EP Petroecuador con novedades 
en referencia al plan emergente presentado por esta empresa, y en el mismo le concede un 
término de tres días para completar información. Así mismo la contraparte al inicio de su 
intervención ha manifestado que se ha emitido una autorización de uso de agua; quisiera 
aclarar este tema. Existe la autorización de uso de agua la misma que fue emitida en el Coca 
por la demarcación hidrográfica de Napo, por la ex SENAGUA y su posterior a un proceso de 
fusión con el Ministerio  del Ambiente, Agua, Transición Ecológica, pero lo que dota la 
Secretaría del Agua, es agua cruda, quisiera que conste como prueba a nuestro favor la 
resolución que voy a presentar, en la que claramente indica que es agua cruda, y que es 
obligación del GAD Municipal de Gonzalo Pizarro, construir un sistema de distribución 
que permita satisfacer las necesidades de agua segura a los consumidores mediante 
conexiones domiciliarias, en las que se incluirán sistemas eficientes de medición; de 
conformidad a la disposición constitucional establecida en el Art. 54 de C.R.E.,  el Gobierno 
Autónomo Descentralizado Municipal del cantón Gonzalo Pizarro, responderá civil y 
penalmente por la deficiente prestación del servicio público…, esto manifiesta esta 
autorización de fecha Orellana, 12 de mayo del año 2017; también está vigente, ya que  para 
este caso lo que es consumo humano el plazo es de 20 años; es decir que la autorización 
todavía está dentro del plazo, igualmente se ha podido escuchar a la defensa técnica del GAD 



Municipal, indicar que no dotarán de agua potable hasta que el ARCA realice los análisis 
y luego los autorice, al respecto se debe indicar que esta  institución de control no emite 
análisis; más  todos conocemos lo establecido en el artículo 55 del COOTAD, que es 
competencia exclusiva de  los gobiernos autónomos dotar el agua potable conforme se indicó 
en la resolución, por tanto es responsabilidad de la Municipio de Gonzalo Pizarro garantizar la 
calidad del agua, es más el ARCA, (Agencia de Regulación y Control del Agua) no es una 
institución que tiene presupuesto como para emitir análisis ni tampoco es su competencia; con 
todo lo expuesto se ha demostrado que el Ministerio del Ambiente ha actuado de buena fe y 
con toda la responsabilidad ya que es parte de nuestras competencias, hemos buscado siempre 
el bienestar de la naturaleza y el derecho a vivir en un ambiente sano por lo que solicitó se 
niegue la acción de protección en lo referente a las acusaciones que realizan a la 
institución a la que represento, adicional a esto indicamos que esta cartera de estado está 
presta para colaborar y para trabajar de manera conjunta en lo que se considere pertinente. 

Solicita intervenga su técnico PABLO  CERVANTES ORDOÑEZ LOPEZ, quien señalo: En 
cuanto a la limpieza de la tubería se la debería realizar por lo menos a las ocho horas con el 
producto aplicado y con bombas de succión, ya que la tubería resiste una fuerza de 125 PCI, 
se debería realizar unos tres lavados y evacuar por lo hidrantes, además se debería coordinar 
con la población para que en una hora determinada se abran las  llaves hasta que vacíen los 
tanques, se debe establecer calicatas para medir la calidad del agua, a fin de verificar si se ha 
logrado limpiar la tubería; como ente regulador del agua se tiene al ARCA, (Agencia de 
Regulación y Control del Agua); por cuanto se habló de policíclico aromáticos, estos no se 
disuelven con el agua, y en la mañana los testimonios dijeron que les dolía la barriga que 
había diarreas, puede también ser este ardía en los ojos,  por tanto se va a tener problemas de 
salud con el tiempo ya que no es fácil evacuarlo del cuerpo; en este tema nosotros no 
recomendamos que se utilice el agua para consumo humano, ni para bañarse, o lavar los 
platos, aún menos para cocinar ya que se mueren los hongos, las bacterias, pero no el 
material químico que contiene policíclicos, que están en el alquitrán.  

Por lo que se ha demostrado que no habido acción u omisión alguna  por parte del Ministerio 
del Ambiente, Agua y Transición Ecológica, más bien hemos  actuado bajo el principio de 
legalidad, previsto en el Art. 226 de la Constitución, cumpliendo con nuestras competencias 
legales y más bien actuando bajo los principios ambientales establecidos en el artículo 9 
numeral 7 y 8 del Código Orgánico del Ambiente,  por lo que solicitamos  que se declare que 
su representada no ha vulnerado los derechos constitucionales invocados por los 
accionantes, en tanto que el Ministerio del Ambiente ha cumplido conforme a las 
competencias; más sin embargo, reiteramos nuestro compromiso con la protección del medio 
ambiente y los derechos de la naturaleza, y una vez más reiteramos que se realizará los 
controles pertinentes tanto para la empresa hidrocarburífera como para el municipio a través 
de la Agencia de Regulación y Control del Agua (ARCA). 

5.5.- SENTENCIA IMPUGNADA.- Luego de haber escuchado las respectivas 
intervenciones de los sujetos procesales en la audiencia de primera instancia, el Juez de la 



Unidad Judicial antes referida, ha emitido la decisión respectiva y la consecuente sentencia 
escrita que data del día 05 de septiembre del 2025, las 18h00, que en la parte resolutiva del 
fallo dice:

[…] Por lo expuesto ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE 
DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR AUTORIDAD 
DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA se 
ACEPTA la Acción de Protección propuesta por accionantes, en contra 
EP Petroecuador, Gobierno Autónomo Descentralizado de Gonzalo 
Pizarro,  Ministerio de Ambiente, Agua y Transición Ecológica, se 
declara la vulneración de los siguientes derechos constitucionales como 
son: al derecho al Agua Art. 318, El derecho a vivir en un ambiente sano, 
ecológicamente equilibrado, libre de contaminación y en armonía con la 
naturaleza establecido en el Art. 66.27, el derecho a la salud establecido 
en el Art. 32 en concordancia con el Art. 71, 396, 397 de la Constitución  
República del Ecuador se dispone como reparación integral lo siguiente 
de acuerdo al 18 de la Ley de Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
control Constitucional:  

A.- PETROECUADOR Y al Gobierno Autónomo Descentralizado del 
Cantón Gonzalo Pizarro a través la Máxima Autoridad o su Delegado 
debidamente facultado, deberán pedir disculpas públicas sus páginas web 
institucionales y de forma presencial acto que lo deberá realizar en la 
Casa de la Cultura del Cantón Gonzalo Pizarro, el día 19 de septiembre 
del 2025 a partir de las 18h00, con la finalidad que la mayor parte de la 
ciudadanía pueda comparecer a este acto. 

En lo que se refiere a Petroecuador formará parte de sus disculpas 
públicas “Que reconoce su OMISIÓN al no reparar de manera inmediata 
la tubería SOTE a la altura del km71 que Tuvieron conocimiento el 27 de 
julio del 2025 a las 16h00 aproximadamente que fue conocido por  señor 
Milton Jiménez Jefe de cuadrilla de la patrulla quien alertó sobre la 
perforación ilegal,  iniciando el  trabajo de reparación el Martes 29 de 
julio 2025 a las 07h00, reconociendo que se habría derramado 
APROXIMADO DE 348 BARRILES  de gasolina base de los cuales se 
ha recuperado 420 galones, producto que contaminó su riachuelos que 
derivan en el RIO CRISTAL ocasionando la contaminación a la 
naturaleza, agua, a la fauna lo que perjudicó a la captación, planta de 
agua potable  y distribución de la red del Municipio del Cantón Gonzalo 
Pizarro.”, acto en el cual informará el procedimiento adoptado para la 



remediación ambiental presentado al MAATE. 

En cuanto a la Municipalidad, formará parte de sus disculpas públicas lo 
siguiente:  “Reconoce la Omisión a no prever sistemas de prevención de 
detección de químicos al agua que ingresa al Sistema de Agua Potable, 
en virtud que el personal no se ha encontrado capacitado para detectar 
este tipo de eventos,  lo que ocasionó la contaminación de la captación de 
agua, planta de agua potable y su tubería de distribución, lo que perjudicó 
a la la ciudadanía del Cantón Gonzalo Pizarro, esto es  dejar sin servicio 
básico de agua potable y afectando a la salud. Entendiendo que la 
suspensión del servicio de agua genera un malestar a todos los 
ciudadanos, puesto que, el acceso al servicio de suministro de agua, es un 
derecho de todas las personas a disponer de agua limpia, suficiente, 
saludable, accesible y asequible para el uso personal y doméstico en 
cantidad y calidad” acto en el cual informará el procedimiento adoptado 
para limpieza del sistema de abastecimiento de agua potable adoptado a 
través del Jefe de Agua Potable y Alcantarillado.

B.- PETROECUADOR debe culminar la limpieza y 
remediación ambiental de las orillas del Rio CRISTAL, para lo cual el 
Ministerio del Ambiente, debe verificar el cumplimiento de dicha 
remediación ambiental la misma que se encuentra programada culminar 
en agosto del año 2026 fecha estimada.

C.-   Se dispone que Petroecuador y el Gad, abastezcan de agua apta para 
el consumo humano a través de tanqueros o planta móviles de agua 
potable, de forma diaria a la ciudadanía para cuyo efecto se presentará de 
manera inmediata un cronograma de la ruta y hora de los tanqueros para 
su distribución en el Cantón y que esta sea difundida a la población para 
puedan estar prevenidas y abastecerse del líquido vital. 

D.- Se dispone a la Municipalidad, realice informes técnicos y ejecute 
obras para potenciar la fuente hídrica del Río La libertad, para que 
garantice el abastecimiento al Cantón Gonzalo Pizarro, y se informará 
sobre sus tomas hídricas a Petroecuador para evitar en lo futuro 
situaciones similares para cuyo efecto lo realizará de manera inmediata.  
Así también como parte de este trabajo PETROECUADOR deberá dotar 
de tubería para esta repotenciación desde la toma del río la Libertad y 
ampliar el tanque captación la libertad, para cuyo efecto coordinará con 
la Municipalidad para garantizar el abastecimiento del agua a los 8000 



mil habitantes aproximadamente beneficiadas de la red de agua potable, 
iniciando los trabajos de manera inmediata a través de los estudios 
técnicos que coordinará con la Municipalidad. 

E.- Con la finalidad de evitar afectaciones a la Salud, y por la evidente 
contaminación que recibió población a través del sistema de agua 
potable  PETROECUADOR organizará brigadas médicas una vez cada 
dos meses por lo que resta del año 2025 y un seguimiento en agosto del 
año 2026 fecha en la cual termina la remediación ambiental, empezando 
la primera brigada en el mes de septiembre del 2025, adicionalmente 
debiendo realizar visitas médicas a personas de la tercera edad y con 
discapacidad a domicilio y entregar el medicamento correspondiente en 
caso de existir novedades, sin perjuicio de la ya realizada,  lo cual no 
consistirá únicamente con verificar el estado de salud de los habitantes 
sino llevar una historia médica completa para verificar que no exista 
consecuencias de la contaminación,  lo cual será informado a este 
Juzgador con el listado de personas atendidas

F.- Se dispone al MAATE, a través de entidades adscritas proceda a 
notificar la GAD del Cantón Gonzalo Pizarro la suspensión TEMPORAL 
del USO DE AGUA DEL RÍO CRISTAL  la misma que fue autorizada 
en Resolución de la Secretaría del Agua de fecha 12 de mayo del año 
2017, hasta que dicha entidad verifique el cumplimento de la 
remediación Ambiental que va a realizar Petroecuador, y esta podrá ser 
habilitada nuevamente cuando se verifique por parte del MAATE que 
dicha agua es apta para ser tratada para distribución de agua potable.

G. Se dispone al MAATE, disponga a la entidad adscrita a su 
dependencia se notifique a la Agencia de Regulación del Agua y Control 
del Agua, supervise y emita un informe respecto de la reparación del 
sistema de Planta de Agua Potable y su tubería de distribución, para que 
la misma avale que una vez que se habilite el sistema de agua potable 
esta sea apta para el consumo humano. 

H.- El Ministerio del Ambiente, deberá verificar el cumplimiento de los 
planes de emergencia presentados por Petroecuador de conformidad a lo 
que determina el 289 del Código Orgánico del Ambiente, informe que 
deberá ser presentado hasta agosto del año 2026 una vez que culmine la 
remediación ambiental. 



I.- Se dispone al GAD del Cantón Gonzalo Pizarro suspender de forma 
TEMPORAL  la CAPTACIÓN de agua del Rio Cristal como fuente de 
abastecimiento, para la planta de agua potable, en virtud que dicha 
remediación ambiental tiene un tiempo aproximado de un año por 
Petroecuador, así también ABSTENERSE de realizar cualquier tipo 
contratación pública para la Mejora del Sistema de Captación del agua 
del Rio Cristal, en virtud de la contaminación recibida, hasta que se 
justifique que haya culminado con la remediación ambiental y se 
encuentre apta para ser tratada, esto en virtud que se ha presentado un 
proceso de contratación pública el 28 de julio del 2025 y la 
Municipalidad tenía pleno conocimiento que el 29 de julio del 2025 dicha 
fuente de agua fue contaminada. 

J.- Se dispone a la Municipalidad coordine con el  Agencia de 
Regulación del Agua y Control del Agua y brinde capacitación a su 
personal responsable del manejo de Agua potable en el término de 10 
días, quienes deberán tener conocimientos adecuados para el  manejo de 
la planta de tratamiento y puedan verificar la calidad de agua que se vaya 
a distribuir, debiendo talento humano de la Municipalidad especificar el 
perfil técnico adecuado de dichos funcionarios y evitar eventos similares 
en lo futuro. 

K.- Se dispone a la Municipalidad realice los estudios de factibilidad 
necesarios para que proceda a Implementar un registro digital 
automatizado para optimizar la toma de datos y reducir errores humanos, 
en lo futuro en la planta de tratamiento de agua potable del Cantón 
Gonzalo Pizarro.

L.- Se dispone a la Municipalidad Suspender de forma inmediata el 
servicio de agua, no apta para el consumo humano en virtud que en 
Audiencia y dentro del proceso se ha presentado un informe técnico sin 
pruebas de respaldo de exámenes de laboratorio que garantice que la 
tubería de agua potable esté limpia, esto en virtud que los propios 
técnicos de dicha institución han indicado que están utilizando químicos 
como SOLVOL y DETEROL para la limpieza de red de tubería 
conforme se constató el 28 de agosto del 2025 en el cual se dio la 
inspección en la planta, para lo cual a fin de drenar el agua con dichos 
químicos lo deberá realizar por medio de los hidrantes existentes  y de 
requerir que se abra las llaves de agua en los hogares se comunicará a la 
población con anticipación e indicará qué tiempo,  se la realizará en una 



hora hábil en donde todos los ciudadanos puedan dar cumplimiento a sus 
disposición, ya que si bien se ha informado que el agua no es apta para el 
consumo humano, esto no garantiza que la población acoja esta 
advertencia, pudiendo ser utilizada para actividades domésticas y en lo 
posterior ser perjudicial para su salud en lo futuro. El sistema de agua 
potable será habilitado una vez que la Municipalidad garantice que la 
misma sea apta para el consumo humano, siendo responsabilidad realizar 
las gestiones necesarias para su habilitación

M.- Se dispone a la Municipalidad condone el pago se servicio por 
concepto de agua potable la ciudadanía a partir del 27 de julio del año 
2025, hasta que se habilite el sistema de agua potable apta para el 
consumo humano. Es decir su cobro iniciará nuevamente cuando se 
entregue agua apta para consumo humano.

N.- Disponer a la contraloría General del Estado realice un examen 
especial de manera inmediata, a los procesos de contratación por 
emergencia realizados por el Gad del Cantón Gonzalo Pizarro, en virtud 
que en audiencia se ha presentado varios contratos de adquisición para la 
reparación de la planta, para de esta manera garantizar que dichos 
recursos  hayan sido utilizados de forma eficiente, para cuyo efecto 
hágase conocer mediante oficio de este particular, en virtud de la 
contaminación sufrida en la planta de agua potable.

O.- De conformidad a lo que establece el Art. 21 de la Ley de garantías 
constitucionales, se delega al Defensor del Pueblo Nacional para que en 
coordinación con el Delegado Provincial de Sucumbíos coordine los 
actos necesarios para que verifiquen el cumplimiento de lo resuelto, para 
lo cual emitirán los informes necesarios a esta autoridad una vez 
cumplidos los tiempos señalados.

APELACIÓN. - En la audiencia previó a dar por concluida la diligencia 
Petroecuador y el GAD del Municipio del Cantón Gonzalo Pizarro apelo 
a la resolución de forma oral.  Por lo que esta autoridad de conformidad a 
lo que establece el Art. 24 del a LOGAJU CONCEDE EL RECURSO 
DE APELACIÓN y se dispone se remita el proceso a la Corte Provincial 
de Sucumbíos, dentro de los tiempos legales, dejando copias certificadas 
de la presente sentencia. Indicando que el recurso de apelación no 
suspende las medidas de reparación ordenadas. Ejecutoriada esta 
resolución, se remitirá copias certificadas a la Corte Constitucional 



cumpliendo lo dispuesto en el Art.86 numeral 5 de la Constitución de la 
República del Ecuador. […].

Esta es la parte sustancial del fallo que ha sido impugnado mediante el recurso vertical de 
apelación, cuyo conflicto debe ser resuelto en segunda instancia.

SEXTO. – CONSIDERACIONES NORMATIVAS Y JURISPRUDENCIALES DEL 
RECURSO DE APELACIÓN EN MATERIA DE GARANTÍAS 
JURISDICCIONALES. 

6.1.- La Constitución de la República del Ecuador garantiza el derecho a impugnar, como 
parte de los derechos del debido proceso y a la defensa, así, en su artículo 76 numeral 7 literal 
m) establece: “En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 
orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 
(...) 7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: (...) m) Recurrir 
el fallo o resolución en todos los procedimientos en los que se decida sobre sus derechos. 

6.2.- Respecto al derecho impugnar, la Corte Constitucional ha señalado lo siguiente: La 
facultad de recurrir del fallo trae consigo la posibilidad de cuestionar una resolución dentro de 
la misma estructura jurisdiccional que la emitió, por ello el establecimiento de varios grados 
de jurisdicción para reforzar la protección de los justiciables, ya que toda resolución nace de 
un acto humano, susceptible de contener errores o generar distintas interpretaciones en la 
determinación de los hechos y en la aplicación del derecho (...). Es claro, sin embargo, que el 
derecho a recurrir al igual que todos los demás derechos constitucionales, debe estar sujeto a 
limitaciones establecidas en la Constitución y la Ley, siempre que respondan a la necesidad de 
garantizar los derechos de las demás partes intervinientes, de acuerdo con los principios de 
idoneidad, necesidad y proporcionalidad. 

6.3.- Así también, el derecho de impugnación se encuentra consagrado en principios y normas 
de instrumentos internacionales sobre derechos humanos, entre ellos, el artículo 8.2 literal h) 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que en torno a las garantías judiciales 
categóricamente señala: (…) Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena 
igualdad, a las siguientes garantías mínimas: (…) h) derecho de recurrir del fallo ante juez o 
tribunal superior. 

6.4.- Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su jurisprudencia se ha 
referido sobre el alcance y contenido del artículo 8.2.h) de la Convención, así como los 
estándares que deben ser observados para asegurar la garantía del derecho a recurrir el fallo 
ante el Juez o Tribunal superior. Así, ha indicado: Se debe respetar en el marco del debido 
proceso legal, en aras de permitir que una sentencia adversa pueda ser revisada por un juez o 
tribunal distinto y de superior jerarquía […], teniendo en cuenta que las garantías judiciales 
buscan que quien esté incurso en un proceso no sea sometido a decisiones arbitrarias. 



6.5.- En el caso in examine, al tratarse de un recurso de apelación dentro un proceso de 
garantías constitucionales, el derecho a recurrir el fallo se encuentra determinado en la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, así el artículo 4.8 de la 
mencionada Ley reconoce el principio de doble instancia en los procesos constitucionales, en 
concordancia con el artículo 168 de la norma ibídem indica: “(…) Cortes Provinciales de 
Justicia.- Compete a las Cortes Provinciales: 1. Conocer y resolver los recursos de apelación 
que se interpongan en contra de los autos y las sentencias de las juezas y jueces de instancia 
respecto de las acciones de protección, hábeas corpus, hábeas data y acción de acceso a la 
información..(…)”; en consecuencia, la apelación procede en el ámbito de las garantías 
jurisdiccionales. 

6.6.- En este contexto, se observa que la sentencia expedida por el Juez Constitucional de 
primera instancia en la garantía jurisdiccional de acción de protección es susceptible de 
apelación, de conformidad con las reglas antes señaladas. 

SÉPTIMO. – ACTUACIONES EN SEGUNDA INSTANCIA. – 

Las entidades accionadas, Empresa Pública Petroecuador y Gobierno Autónomo 
Descentralizado Municipal de Gonzalo Pizarro, han solicitado ante esta Corte Provincial de 
Justicia, audiencia de estrados a fin de que se les escuche: 

7.1.- INTERVENCIÓN POR PARTE DEL GOBIERNO AUTONOMO 
DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DE GONZALO PIZARRO, quien a través de su 
delegado, en lo fundamental señaló: 

Que dentro del término presentó el recurso de apelación por las siguientes razones; de modo 
general se dijo que la que la sentencia principal dictada por el señor juez de primer nivel el 5 
de septiembre del 2025 no observaba los principios de legalidad y tampoco los principios del 
debido proceso, esto es que en la resolución de la acción de protección no indicó, no citó las 
normas legales en las que sustentaba fundamentaba su sentencia; segundo, no motivó la 
decisión, la motivación en una decisión administrativa o judicial que significa que los señores 
jueces o las autoridades administrativas que las tomen deben citar las normas legales o indicar 
su pertinencia y por qué las aplican; la acción de protección el artículo ochenta y ocho de la 
Constitución tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la 
Constitución y los tratados internacionales, claro los derechos al agua, vivir en un medio 
ambiente sano, derecho a la salud, pero estos derechos tratados de entidades públicas se 
consideran sujetos de acción de protección cuando existe una violación por acción o por 
omisión de la administración pública, en este caso en la sentencia dictada al Municipio se lo 
considera como que ha sido el causante de la violación y aquí me voy a remitir a las normas 
legales; primero dice que la competencia de las entidades públicas nacen de la ley y es bueno 
referirnos en este caso al régimen de competencia previsto en la Constitución Política del 
Estado y dice el artículo 260 el ejercicio de las competencias exclusivas no excluirá el 
ejercicio concurrente de otras competencias, es decir la competencia nace de la ley, al Estado 



Central, en este caso a través de Petroecuador le corresponde la administración de los recursos 
energéticos naturales hidrocarburíferos, el recurso hídrico, la biodiversidad entre otras cosas, 
es decir que al Municipio no le corresponde el transporte del oleoducto; por su parte el 
artículo 264 de la Constitución en concordancia con el artículo 55 del COOTAD dice que al 
Municipio a todos los Municipios, en este caso en particular al Gad Municipal le 
corresponde entre otras cosas ejercer el control sobre el uso y ocupación de suelo, planificar 
y construir la vivienda urbana, y aquí viene lo importante, prestar los servicios públicos de 
agua potable, alcantarillado, depuración de aguas residuales manejo de desechos sólidos 
actividades de saneamiento ambiental y los otros que determine la ley; por su parte a 
Petroecuador le corresponde o le compete las siguientes competencias y no están en la 
Constitución, están en la Ley de Hidrocarburos le corresponde la exploración, explotación, 
ustedes tengan cuidado con esto, transporte, almacenamiento, industrialización, 
comercialización distribución de petróleo y sus derivados a nivel nacional e internacional; 
señores jueces tomen en cuenta las competencias del Municipio versus las competencias de 
Petroecuador, al Municipio le corresponde proveer el servicio de agua potable, a Petroecuador 
le corresponde explorar, exportar, transportar el petróleo y sus derivados a través de que lo 
transporta del poliducto Shushufindi - Quito y en otros casos a través de OCP; para que sea 
factible una acción de protección debe existir una acción de parte de la institución 
pública o a través de sus representantes legales o una omisión, es decir, dejar de hacer lo 
que la Constitución y la ley le mandan, en este caso el Municipio no ha interpuesto, no ha 
mandado a romper la tubería, no ha puesto arena en la captación, peor en la conducción y en 
la parte de tratamiento de toda la revisión del expediente se aprecia y se desprende que la 
contaminación de la captación del agua del río Cristal se produce por una rotura según 
Petroecuador que tendrá que demostrar en vía judicial y legal por ese efecto se contamina el 
agua, la captación, no lo digo yo lo dice el señor juez en la primera instancia y los delegados 
de Petroecuador a través de todos los informes, acepta Petroecuador que la obligación de 
mantener el producto es obligación y responsabilidad de ellos, habría una omisión en el caso 
de que sin que existen las circunstancias agravantes por la contaminación el Municipio por sí 
y ante sí hubiese dejado de proveer el líquido vital a la población, esa sería una omisión, eso 
es lo que no consideró el juez de primer, nivel la omisión y sin embargo condena y obliga al 
Municipio a suspender el líquido vital, obliga al Municipio a reparaciones integrales; señores 
magistrados, dicho esto inicialmente el Municipio conoce de la contaminación del agua el 
29 de agosto aproximadamente a las 8H30 personal de planta de agua potable de 
tratamiento comunica a su director, a su jefe inmediato, que ella suspende el servicio de agua 
potable ¿para qué lo hace? con el único propósito de precautelar el bien común, precautelar la 
salud de las personas; el Municipio posteriormente convoca al COE cantonal y el COE 
cantonal sugiere al señor al señor Alcalde que se declare en emergencia al sistema de agua 
potable, noten ustedes que ya son actividades para mitigar, para remediar el efecto de una 
contaminación que no es causada por el Municipio, pero que sin embargo para precautelar 
el bien común y permitir y garantizar el derecho al buen vivir al sumak kausay que 
establece la Constitución; el Municipio suspende la provisión de agua potable pero para 
que el Municipio y el señor Alcalde pueda tomar la decisión de declarar en emergencia 



previamente existieron informes técnicos, los informes técnicos preparados por personal 
técnico de la municipalidad que constan de fojas 410 en adelante del proceso, preparados por 
el director de medio ambiente y por el personal técnico de la municipalidad que dicen que 
existe la presencia de hidrocarburos en el agua y visitan el punto cero el lugar donde se 
contamina el agua tomarán en cuenta que con toda esta información se declara la emergencia 
y el municipio a día seguido propone una acción penal en la fiscalía por delito contra el agua 
¿para qué? para continuar y que sea la función judicial la que establezca la responsabilidad, de 
tal suerte que el día el día 31 de agosto el señor alcalde ya decide declarar la emergencia en el 
sistema de agua potable; ahora bien, como no se puede o no se debe dejar de proveer el 
líquido vital a la ciudadanía declarado en emergencia el municipio contrata y pide ayuda a los 
municipios ¿para qué? para proveer el líquido vital a la ciudadanía y lo hemos hecho desde el 
29 hasta el 5 de septiembre, lo hemos hecho con agua potable y agua clorada y agua cruda 
para varios servicios, pero me voy a enfocar en un tema principal la colaboración estuvo a 
cargo del municipio de Lago agrio, la empresa pública de agua potable de Lago Agrio, el 
municipio de Cascales, dándonos el agua, el cuerpo de bomberos de Lumbaqui, el cuerpo de 
bomberos de Lago Agrio, el Comando, el cuartel militar de Gonzalo Pizarro, Petroecuador nos 
aportó con dos vehículos, con dos tanqueros, posteriormente se olvidó y lo que quería hacerles 
notar señores magistrados es que desde el 29 de agosto fecha en la que el municipio conoce de 
la contaminación de la planta de captación del agua, suspende la captación de agua de esa 
fuente, aquí es bueno indicarles que el municipio para proveer el agua potable a las 8 mil 
familias que viven en Gonzalo Pizarro tiene dos fuentes de captación la fuente de cristal y la 
fuente de libertad, la fuente de la libertad según la autorización del Ministerio del Ambiente y 
agua potable provee de 20 litros por segundo y la fuente del cristal actualmente suspendida 
permite captar 13 litros por segundo, desde aquí empieza la interrogante que vamos a hacer 
solo con 20 litros por segundo que sean tratados y que sean potabilizados ¿qué más hemos 
hecho nosotros como municipio? como la captación suspendida entraba a la misma planta de 
tratamiento y se entiende que la contaminación por derivados de hidrocarburos llegó hasta la 
planta llegó inclusive a ciertos domicilios, tuvimos que suspender todo el proceso del agua 
potable ¿qué nos obligó a eso? primero hacer la limpieza, desinfección de todo el sistema los 
técnicos la conocen como purga en términos comunes se hizo la limpieza y desinfección desde 
la planta de tratamiento y todo el sistema de conducción ¿para eso que hemos hecho? claro 
aprovechando la actualidad de emergencia siguiendo el procedimiento que da la ley de 
protección pública se hicieron contratos de emergencia ¿para qué? para comprar los químicos 
necesarios para reponer ciertos equipos que estaban dañados como los floculadores y los 
filtros y los contratos todos están agregados al expediente y por último un contrato que me 
falta, que no está agregado, tuvimos que contratar tanqueros porque Petroecuador debía 
proveernos de 6 tanqueros, nos proveyó solamente de 2 y nosotros no podemos dejar de 
implementar el servicio de agua potable señores magistrados la preocupación mayor para la 
entidad recurrente, en este caso es para el municipio, es la siguiente interrogante si el 
municipio como entidad pública, que presta un servicio público siendo afectado debe reparar 
los daños causados por un tercero esa es la mayor interrogante por eso es la apelación noten 
ustedes que no tenemos la competencia para el transporte del petróleo, que nuestra 



competencia es de proveer de agua potable, que nuestra agua está contaminada y sin 
embargo a pesar de estar entregando agua clorada exclusivamente para servicios básicos 
el señor juez en su sentencia dispone que se suspenda completamente la producción de 
líquido vital, tomarán en cuenta ustedes que agua clorada, los técnicos podrán determinar si 
es que es desde mi punto de vista no es perjudicial para la salud sabiendo que solamente se les 
dijo que utilicen, y se informó la población, que utilicen para servicios básicos, es decir solo 
para el baño y para lavar la ropa, no para cocinar y para comer pero al señor juez de primer 
nivel no le interesó, no le importó ¿y que trajo como consecuencia aquello? resultó con lo que 
dice el vulgo popular la receta peor que la enfermedad porque la población sigue y seguirá 
tomando agua que no esté tratada, y seguirá contaminando, y las consecuencias no se verán 
hoy, se verán después señores magistrados con todo lo expuesto y sabiendo que el 
municipio no es el causante de la contaminación del agua sino un perjudicado más y que 
pena que sea una empresa pública la que contamine el agua la que deje sin agua potable 
a una población de ocho mil personas, la reparación integral debe ser dedicada a ello no 
al municipio ¿y que estamos reclamando como reparación? primero que nos den todos los 
valores que hemos invertido segundo por efecto de la del cierre definitivo de la fuente cristal 
con la que se proveía de 13 metros cúbicos, 13 litros por segundo, y al no existir tendremos 
que Petroecuador también nos construye una planta de tratamiento para alcanzar a proveer de 
líquido vital a las ocho mil personas como efectos colaterales la salud de la ciudadanía, 
Petroecuador tendrá que repotenciar el centro de salud del seguro campesino ubicado en 
Amazonas y construir un centro de salud tipo C en la ciudad de Lumbaqui. Con todos estos 
antecedentes señorías, el municipio no está solicitando que se deje sin efecto toda la sentencia, 
sino que se deje parcialmente sin efecto y que se condene a la reparación al verdadero 
responsable aplicando el principio previsto en el Código Orgánico del Ambiente, tomando 
como base la Constitución de la República el que contamina paga, si Petroecuador por su 
omisión por no verificar, por no asegurar, por no controlar que el poliducto se encuentre en 
óptimas condiciones y no contamine, ellos son los que deben reparar, no el municipio, el 
municipio está afectado le repito su señoría, la petición es puntual que se deje sin efecto 
parcialmente, que se declare la responsabilidad de Petroecuador y que todas las 
reparaciones estén a cargo de Petroecuador, más no del municipio. 

7.2.- INTERVENCIÓN POR PARTE DE EP PETROECUADOR, quien a través de su 
Delegado, en lo fundamental señaló:

Que con relación a la acción de protección presentada se ha dicho que se ha violentado el 
derecho constitucional al agua a vivir en un ambiente sano, ecológicamente equilibrado, libre 
de contaminación y armonía con la naturaleza; al respecto señores magistrados el señor juez 
de instancia luego de analizar las pruebas, de realizar una inspección judicial de analizar los 
argumentos planteados por las y los abogados de las instituciones intervinientes en la 
audiencia respectiva emitió su sentencia carente de motivación conforme lo establece la 
constitución de la república en su artículo 76 ¿por qué razón señores magistrados? en primer 
lugar porque nunca tomó en cuenta que esta supuesta contaminación fue producto de un 



caso fortuito de una toma clandestina que produjo este drama, señores magistrados es 
importante considerar que una vez que la empresa pública tomó conocimiento de este ilícito 
realizó la denuncia y presentó ante la fiscalía en el cantón Lago Agrio el 29 de julio del año 
2025, la misma que consta en el expediente y cuya indagación previa del número 
21020182508002; señores magistrados también es importante que consideren que el señor 
juez de nivel no consideró que Petroecuador es también víctima a consecuencia de este ilícito 
¿en razón de qué? en razón de que para realizar las actividades de contingencia y mitigación 
tuvo que realizar el gasto de recursos económicos y humanos, señores magistrados es 
importante considerar que dentro de la inspección judicial realizada el 28 de agosto se tomó 
muestra en el que se puede constatar que estas muestras indican que están dentro de los 
parámetros permitidos por la ley, es decir en el lugar en esa fecha no existía contaminación, 
estaban dentro de los parámetros establecidos por la normativa legal vigente adicionar señores 
magistrados ya con fecha 3 de agosto se realizó un análisis de agua en la llave de desfogue del 
barrio 31 de enero bajo el informe técnico IE número 251395 cuyos resultados también 
confirman que los parámetros evaluados se encuentran dentro de los límites permitidos por 
la normativa ambiental estos resultados técnicos demuestran que ya no existía la supuesta 
contaminación y es importante señores magistrados que a petición del GAD municipal del 
Cantón Gonzalo Pizarro se haga una nueva inspección y una nueva recolección de muestras 
para que ustedes sean quienes certifiquen y verifiquen que existe o no la contaminación a la 
fecha actual, siendo repetitivo señores magistrados y no voy a ser abundante en mi 
intervención también repito que este hecho, este evento fuera producido por un ilícito por una 
sustracción de hidrocarburo por un acople clandestino la empresa pública Petroecuador es 
producto de constantes ilícitos y como es de conocimiento de todos los ecuatorianos en toda la 
línea del poliducto han hecho un modus vivendus perjudicando a todos los ecuatorianos no 
queramos hacer leña del árbol caído la empresa pública de Petroecuador si efectivamente se 
encarga de la exploración y producción de petróleo y de transporte, pero esta actividad lo 
realiza enmarcado y respetando la normativa legal vigente y la constitución no se trata de una 
omisión, señores magistrados vuelvo y repito este hecho ha sido su origen en una toma 
clandestina, en un ilícito; además señores magistrados referente a lo que manifiesta el abogado 
del GAD municipal los recursos generados por Petroecuador todos conocemos que estos 
recursos son distribuidos en las diferentes instituciones para que estas puedan realizar las 
obras que la comunidad requiere Petroecuador es una empresa que se encarga de producir y 
hacer llegar a las arcas de todas las instituciones; por todo lo manifestado señores magistrados 
al tratarse de una audiencia de estrados pido que se analicen y se desestime y se deseche la 
acción de acción presentada. 

7.3.- INTERVENCIÓN POR PARTE DEL MINISTERIO DEL AMBIENTE, quien a 
través de su Delegada, en lo fundamental señaló:

El Ministerio del Ambiente no ha presentado acción alguna dentro de esta audiencia de 
apelación, por lo tanto, no tienen nada que alegar.

7.4.- INTERVENCIÓN POR PARTE DE LOS ACCIONANTES, quien, a través de su 



defensa técnica, en lo fundamental señaló:

Que esto no es un caso solo jurídico, sino es la defensa de la vida, el agua, la educación y los 
derechos de la naturaleza está consagrado en la Constitución; ahora bien, manifestando lo que 
emite Petroecuador, es necesario precisar que esto es un proceso constitucional y no penal, y 
el presunto hecho de sabotaje es un delito que es tipificado en el Código Orgánico Integral 
Penal que lo tiene que realizar la investigación en la Fiscalía General del Estado conforme al 
artículo 195 de la Constitución; aquí corresponde señores jueces, velar por las garantías de los 
derechos constitucionales de la población y de la naturaleza que se han visto vulnerados; el 
artículo 61 de la Constitución consagra el derecho de la naturaleza a la restauración y de 
conformidad con el artículo 397 de la Constitución es importante subrayar que restauración no 
es simplemente limpiar o cumplir con parámetros de límites permisibles esto es un tema de 
legalidad y no constitucional, y aquí estamos discutiendo un tema constitucional, restaurar 
significa devolver el ecosistema en el estado en el que se encontraba antes de la afectación; 
asimismo es necesario precisar que con respecto a la intervención del GAD municipal que 
efectivamente la competencia de prestar el servicio de agua potable a la población es del 
municipio, sin embargo se debe dotar una agua apta para el consumo humano que no les vaya 
a traer afectación a futuro a la población en su salud entonces que se dote el agua que sea para 
el consumo doméstico no quita de que la población lo vaya a consumir, la cual sería 
perjudicial para la salud a futuro como lo manifesté, asimismo manifestarle que durante la 
audiencia pública los accionantes demostramos con toda saciedad que Petroecuador 
vulneró los derechos constitucionales de más de 8 mil personas y de la naturaleza, quedó 
claro que el derrame se produjo el 27 de julio del 2025, sin embargo Petroecuador ocultó 
dicha información y no comunicó al Ministerio del Ambiente, a la población, ni a la 
municipalidad; también quedó probado que el hidrocarburo en gran cantidad superior a 14 
mil galones cayó en el río Cristal y por el agua que recorre contaminó el río Dashino y el río 
Blanco, asimismo se probó que el hidrocarburo ingresó a la red de distribución de agua 
potable del Cantón Gonzalo Pizarro y se demostró que el cantón Gonzalo Pizarro no cuenta 
con un sistema de detección adecuado para verificar o constatar la presencia de hidrocarburos 
o elementos tóxicos y que puedan ingresar a eso, entonces por esta razón no se pudo percatar 
de que el hidrocarburo ingresó a la planta de tratamiento y distribución de agua potable; 
asimismo señores jueces este hecho afectó la salud de más de 8 mil personas según reportes 
médicos entre ellos el Ministerio de Salud Pública, cientos de personas se vieron obligados a 
ser atendidos en campañas médicas y de igual manera Petroecuador al ser responsable de este 
causante se vio la obligación de instalar brigadas médicas para la población en el sector estos 
hechos han generado que la población del Cantón Gonzalo Pizarro se encuentren por más de 
dos meses sin contar con agua potable, los negocios se han visto afectados y asimismo en el 
sistema educativo en virtud de que los planteles educativos no cuentan con agua y los 
estudiantes están recibiendo clases de manera telemática afectando así su derecho a la 
educación; señores jueces, la vulneración de los derechos a un ambiente sano, el acceso al 
agua, el derecho a la información oportuna y los derechos de la naturaleza fue probado 
íntegramente en audiencia de primera instancia es por ello que es justo reconocer que el juez 



de primera instancia actuó diligentemente y en base a la prueba reconoció de manera acertada 
varias vulneraciones de derechos constitucionales, sin embargo también debemos señalar que 
existen omisiones en virtud que no reconoció de manera expresa la violación de los derechos 
de la naturaleza, no ordenó la restauración total del ecosistema afectado, no estableció 
garantías claras de no repetición y no aplicó el principio el que contamina paga en toda su 
extensión, señores jueces es evidente que la competencia de dotar de agua es del municipio, 
sin embargo el hecho de que la competencia formal recaiga sobre el municipio no exonera a 
Petroecuador de la responsabilidad como operador del poliducto; el artículo 389 de la 
Constitución establece que el Estado tiene la obligación de proteger a las personas, 
colectividades y la naturaleza frente a efectos negativos de desastres de origen natural o 
antrópico y debe de garantizar la prevención, mitigación recuperación y mejoramiento de sus 
condiciones sociales, económicas y ambientales aquí también es preciso mencionar que de 
conformidad con el artículo 395 de la Constitución en concordancia con la jurisprudencia 
internacional de la declaratoria del Río de Janeiro del año 2012 que nos establece un 
principio fundamental que es el principio el que contamina paga, este principio obliga al 
verdadero responsable del daño de cubrir todos los costos de reparación por lo expuesto 
señores jueces exhortamos que se ratifique y se amplíe las medidas de reparación de 
sentencia de primera instancia en los siguientes términos; uno, que la resolución que se 
debe emitir en este caso se reconozca la vulneración del derecho de la naturaleza, dos, como 
medida de reparación se ordene la restauración del río Blanco Dashino y el río Cristal hasta 
volver al estado de los ríos y sus riberas en el estado que se encontraba antes de la afectación; 
asimismo, se ordene concretamente al Gad Municipal del cantón Gonzalo Pizarro el cambio 
total de toda la tubería de agua potable para la población del cantón Gonzalo Pizarro y la 
instalación de manera urgente e inmediata de plantas móviles de agua apta para el consumo 
humano mientras dure la afectación en cantidades suficientes para cubrir las necesidades 
mínimas vitales de la población; como garantía de no repetición, se ordene al Gad Municipal 
del cantón Gonzalo Pizarro la instalación de equipos necesarios para que detecten la presencia 
de elementos contaminantes antes de ingresar al sistema de tratamiento y distribución de agua 
potable para la población, esto con el fin de garantizar que el agua que consumen la población 
sea apta para el consumo humano y no presiente riesgos algunos a futuro en su salud y por 
último teniendo en cuenta que el responsable de la vulneración de los derechos 
constitucionales es la empresa Petroecuador quien opera el poliducto, por ende 
responsable de la reparación todo el costo que demande la instalación de equipos, la 
dotación de agua a la población el cambio de tubería reparación de los ecosistemas 
afectados debe ser cubierto por la empresa estatal EP Petroecuador.  

OCTAVO. - NATURALEZA DE LA ACCIÓN DE PROTECCIÓN. 

8.1. El Art. 88 de la Constitución de la República que regula la Acción de Protección, prevé 
que la misma, tendrá por objeto, el amparo directo y eficaz, de los derechos reconocidos en la 
Constitución, y podrá interponerse cuando exista una vulneración de derechos 
constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad pública no judicial, contra 



políticas públicas cuando supongan la privación del goce o ejercicio de los derechos 
constitucionales, y, cuando la violación proceda de una persona particular, si la violación del 
derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación o 
concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de subordinación, indefensión o 
discriminación. De lo que señala esta disposición, se establecen los presupuestos que deben 
concurrir para la procedencia de la acción como es: a).- La existencia de vulneración de 
derechos constitucionales;  b).- Que exista un acto u omisión de Autoridad pública no judicial; 
y c).- Que la violación del derecho provoque daño grave, o si presta servicios públicos 
impropios, o si actúa por delegación o concesión, o si la persona afectada se encuentra en 
estado de subordinación, indefensión o discriminación. 

El Dr. Eduardo Flores Neira, en su libro La Justicia Constitucional, pág. 41, indica que 
“Conforme a la Constitución, los actos u omisiones impugnables son calificados de ilegítimos; 
ilegitimidad que de acuerdo con la ex Corte Suprema de Justicia y la Jurisprudencia del Ex 
Tribunal Constitucional, puede provenir de falta de competencia de la autoridad, violación del 
procedimiento establecido en la ley para la emisión del acto, por ser el acto arbitrario, sin 
fundamento o con insuficiente motivación; más, para todas aquellas situaciones que 
determinan la ilegitimidad del acto, el Tribunal Constitucional con acierto precisaba que la 
ilegitimidad o inconstitucionalidad de un acto, por sí mismo no pueden o no debe ser atacado 
mediante la acción de amparo, sino cuando además, el acto o la omisión, violen los derechos 
constitucionales reconocidos, cuestión que es asimilada con mayor profundidad por la 
Constitución vigente que privilegia los derechos y garantías constitucionales”. 

Osvaldo Alfredo Gozaíne, en Introducción al Derecho Procesal Constitucional, dice que 
“Todos los procesos constitucionales llevan como finalidad ofrecer una vía de protección a los 
derechos fundamentales del hombre que se encuentran afectados…”. 

Jorge Zavala Egas y Otros, en Comentarios a la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, sostiene que “Excluyendo las garantías 
jurisdiccionales específicas que tienen como función proteger concretos y determinados 
derechos fundamentales, la acción de protección es la garantía jurisdiccional para tutelar todos 
los demás que reconoce la Constitución en bloque con los tratados y convenios internacionales 
de derechos humanos”. 

La disposición antes mencionada, guarda relación con lo establecido en el Art.4 0 de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, en donde dispone, para que 
proceda la acción de protección, es requisito indispensable que se cumplan con tres 
exigencias, siendo estas: a) Violación de un derecho constitucional; b) Acción u omisión de 
autoridad pública o de un particular de conformidad con el artículo siguiente; y, c) 
Inexistencia de otro mecanismo de defensa judicial adecuado y eficaz para proteger el derecho 
violado; 

8.2.- El Art.39 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, en 



forma expresa señala: “ La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz 
de los derechos reconocidos en la Constitución y tratados internacionales sobre derechos 
humanos, que no estén amparados por las acciones de habeas corpus, acceso a la información 
pública, habeas data, por incumplimiento, extraordinaria de protección y extraordinaria de 
protección contra decisiones de la justicia indígena.”; 

8.3.- El Art. 424 de la Constitución de la República, dispone: “La Constitución es la norma 
suprema y prevalece sobre cualquier otra del ordenamiento jurídico. Las normas y los actos 
del poder público deberán mantener conformidad con las disposiciones constitucionales; en 
caso contrario carecerán de eficacia jurídica. La Constitución y los tratados internacionales de 
Derechos Humanos ratificados por el estado que reconozcan derechos más favorables a los 
contenidos en la Constitución, prevalecerán sobre cualquier otra norma jurídica o acto del 
poder público.”, por lo que la supremacía de la Constitución no se trata sólo de un enunciado 
dogmático, al contrario, es un deber y garantía del Estado por el cual todos los poderes del 
estado, e incluso el actuar de los particulares, se somete a los principios enmarcados en la 
Constitución. El artículo 11 numerales 2, 3, 5, 6, 7 y 9, de la misma Carta Magna, cuando se 
refiere a los principios para el ejercicio de los derechos dice: “Todas las personas son iguales 
y gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades. 

El constitucionalista Juan Zarini Helio, en su obra 'El Derecho Constitucional', Ed. Astrea, 
Buenos Aires, 1992, pág. 521, señala que las Constituciones '...ponen al alcance de los 
afectados, las vías y medios efectivos, rápidos y eficaces, a fin de que los órganos 
jurisdiccionales deparen tutela oportuna, que haga realidad el ejercicio de los derechos 
constitucionales'. El Art. 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de 
San José de Costa Rica”, expone que: “Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y 
rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la 
ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, 
la ley o la presente Convención…”.- Con los elementos normativos, lo que se ratifica es que, 
la acción de protección es un mecanismo para efectivizar las garantías y derechos que todo 
ciudadano tiene. De tal suerte que al juzgador corresponde analizar de forma atenta y 
cuidadosa, si existe violación directa de los derechos constitucionales que el accionante señala 
o inclusive cualquier otro derecho constitucional en atención al principio del iura novit curia 
(Art. 4.13 LOGJCC). 

NOVENO. - ANÁLISIS Y DECISIÓN EN SENTENCIA. -

9.1.- Para resolver la apelación presentada por las legitimadas pasivas Empresa Pública 
Petroecuador y Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal de Gonzalo Pizarro, 
corresponde analizar la pretensión de la demanda propuesta por los accionantes Ramón 
Cevallos José Francisco, Enríquez Fuentes María Elizabeth, Caiza Ocapana José Raúl, Julieth 
Abigail Carvajal Chango, Melida Azucena Méndez Rojas, Méndez García Bisbicus María 
Erpi García Bisbicus y Ángel Arnulfo Peñalosa Reinoso, así como los documentos probatorios 
que han aportado las partes y determinar si en la especie es posible advertir se han vulnerado 



garantías constitucionales que deban ser protegidas mediante esta acción constitucional y que 
no haya otro medio eficaz para dicho propósito, o, si se trata de un asunto de pura legalidad o 
mera legalidad, en virtud que la acción de protección tiene como objeto amparar directa y 
eficazmente los derechos reconocidos en la Constitución de la República del Ecuador, cuando 
exista una vulneración de derechos constitucionales por actos u omisiones de cualquier 
autoridad pública no judicial.

9.2.- Partiendo de los antecedentes expuestos, este Tribunal de la Sala Multicompetente de 
la Corte Provincial de Justicia de Sucumbíos, llega a la siguiente decisión:

I. La presente acción es de orden constitucional, por tal los jueces superiores actuantes como 
jueces constitucionales, apartados en esta ocasión de la justicia ordinaria. 

II. El Art. 88 de la Constitución de la República del Ecuador, señala que la acción de 
protección procede cuando existe una vulneración de derechos constitucionales, por actos u 
omisiones de cualquier autoridad pública, en armonía con el Art. 40 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional que en el numeral 1 señala que la acción 
de protección se podrá presentar cuando exista violación de un derecho constitucional, y el 
Art. 42 ibídem que señala la improcedencia de la acción de protección y en su numeral 1 
señala “cuando de los hechos no se desprenda que existe una violación de derechos 
constitucionales” y el numeral 3 señala que cuando en la demanda exclusivamente se impugne 
la constitucionalidad o legalidad del acto y que no conlleve violación de derechos.

III. DERECHO A LA NATURALEZA. –

III.1. La naturaleza ocupa un lugar fundamental dentro de nuestro ordenamiento 
constitucional, no solo por su reconocimiento expreso como sujeto de derechos, sino también 
por la protección integral que le garantiza el marco jurídico del Estado. Este principio queda 
consagrado en la Carta Fundamental del Estado, específicamente en los artículos 71, 72 y 73, 
que establecen un paradigma innovador en materia de derechos ambientales. En primer lugar, 
el artículo 71 reconoce a la naturaleza, o Pacha Mama, como entidad dotada de derechos 
inherentes, al señalar: “La naturaleza, donde se reproduce y realiza la vida, tiene derecho a 
que se respete integralmente su existencia, así como el mantenimiento y regeneración de sus 
ciclos vitales, estructura, funciones y procesos evolutivos”. Este enfoque no solo refuerza su 
valor intrínseco, sino que impone obligaciones concretas para su preservación. 

III.2. Asimismo, el artículo 72 de la Carta Magna complementa este reconocimiento al 
garantizar la restauración de los ecosistemas afectados, mientras que el artículo 73 ídem 
establece un principio precautorio clave: “El Estado aplicará medidas de precaución y 
restricción para las actividades que puedan conducir a la extinción de especies, la destrucción 
de ecosistemas o la alteración permanente de los ciclos naturales”. Estas disposiciones reflejan 
un compromiso constitucional con la sostenibilidad, la biodiversidad y el equilibrio ecológico, 
posicionando al Estado como garante activo de la justicia ambiental.



III.3. Para abordar el derecho a la naturaleza, es fundamental tener clara la premisa 
constitucional mencionada anteriormente. Este derecho se configura como una de las 
innovaciones más significativas dentro del Neoconstitucionalismo, centrando su protección en 
el derecho de las personas a disfrutar de un ambiente natural sano. Esta novedad implica un 
cambio de paradigma donde la naturaleza, como ser vivo, es considerada un sujeto titular de 
derechos, lo cual introduce una doble dimensionalidad en la Constitución de la República del 
Ecuador. 

III.4. La Constitución de Ecuador, en el Título VII del Régimen del Buen Vivir, Capítulo 
Segundo, incluye instituciones y principios para proteger los derechos de la naturaleza. 
Destacándose la responsabilidad objetiva, el principio de precaución, la actuación subsidiaria 
del Estado en caso de daños ambientales, la participación ciudadana y el sistema nacional de 
áreas protegidas. Con este marco normativo, es crucial entender que cualquier vulneración al 
derecho a la naturaleza debe ser restaurada, no mediante compensaciones monetarias a las 
personas afectadas únicamente, sino a través de la rehabilitación de la funcionalidad 
ambiental, sus ciclos vitales, estructura y procesos evolutivos, con el fin de recuperar el 
ecosistema original. Esto está reconocido en el artículo 397 de la Constitución, que en su 
numeral 2 menciona: “2. Establecer mecanismos efectivos de prevención y control de la 
contaminación ambiental, de recuperación de espacios naturales degradados y de manejo 
sustentable de los recursos naturales”.

III.5. Al destacar esta relación, la Constitución, en su preámbulo, recalca que la Naturaleza, la 
Pachamama, “es vital para nuestra existencia”. Aquí la Constitución avizora que la existencia 
misma de la humanidad está atada inevitablemente a la de la naturaleza, pues la concibe como 
parte de ella. Por tanto, los derechos de la naturaleza abarcan necesariamente el derecho de la 
humanidad a su existencia como especie, bajo ese criterio este derecho no constituye 
solamente como ideales o declaraciones retóricas ya que el Estado Constitucional de derechos 
ha decidido otorgarle fuerza normativa como un mandato jurídico, acorde al artículo 11 
numeral 9 de la norma suprema ibidem. 

III.6. La Corte Constitucional del Ecuador en la sentencia Nro. No. 1149-19-JP/21, párrafo 41 
determina lo siguiente “En este marco, los jueces y juezas que conocen acciones de 
protección y peticiones de medidas cautelares por posibles violaciones a los derechos de la 
naturaleza están obligados a realizar un examen cuidadoso sobre tales alegaciones y 
peticiones, en los mismos términos que lo ha establecido esta Corte para los demás derechos 
constitucionales. En particular, estas peticiones y demandas no pueden ser negadas, como 
sucedió en este caso en la sentencia de primera instancia, bajo la mera afirmación de que se 
trata de asuntos puramente administrativos cuyo juzgamiento corresponde a la justicia 
ordinaria”. 

III.7. La misma sentencia descrita ut supra, en el párrafo 44, menciona sobre el principio 
ecológico de tolerancia y menciona que “los sistemas naturales solo pueden funcionar 
adaptativamente dentro de un ambiente cuyas características básicas no han sido alteradas 



más allá de lo óptimo para ese sistema. Este principio está estrechamente relacionado con el 
derecho a la existencia y reproducción de los ciclos, pues a medida que un ambiente es 
modificado, el comportamiento adaptativo del ecosistema se hace más y más difícil y 
eventualmente imposible”. La noción de valoración intrínseca de la naturaleza tiene especial 
importancia para el análisis constitucional relativo a los derechos de la naturaleza, previstos en 
la Constitución, debido a que de la revisión del expediente y las alegaciones de las partes se 
puede evidenciar que estamos frente a un evento que si bien no es causado por desastre 
natural, sino por infraestructura construida por la mano humana en este caso circuitos de 
transito de hidrocarburos pero que frente a su descomposición o falla   afecta directamente el 
ecosistema, la biodiversidad y la salud en general, mucho más cuando se trata de 
contaminación al líquido vital de agua potable de consumo humano en alrededor de 8.000 
habitantes con asiento en el cantón Gonzalo Pizarro. Siendo que conforme se ha aseverado la 
contaminación con el hidrocarburo alcanza un tramo de alrededor de 20 kilómetros por la 
cuenca hídrica.

III.8. El Código Orgánico del Ambiente (en adelante, COAM) desarrolla los principios 
ambientales establecidos en la Constitución del Ecuador (Arts. 14, 71-74, 395-408), 
operativizando el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. El Artículo 5 del 
COAM detalla este derecho en cuatro ejes clave: conservación del patrimonio natural, 
protección de ecosistemas frágiles, intangibilidad de áreas protegidas y gestión sostenible del 
agua. Estos mandatos reflejan la interdependencia entre derechos humanos y naturaleza, 
alineándose con estándares internacionales como el Convenio sobre la Diversidad Biológica. 
Además, el COAM reconoce expresamente los derechos colectivos de pueblos y 
nacionalidades, integrando el pluralismo jurídico consagrado en el Artículo 57 de la 
Constitución.

III.9. Conservación de la Biodiversidad y Ecosistemas Estratégicos. - El COAM realiza la 
protección de ecosistemas vulnerables, como páramos, humedales y manglares, debido a su 
rol en la regulación hídrica y la mitigación del cambio climático. Su enfoque de manejo 
sostenible prohíbe actividades extractivas en estos espacios, en concordancia con el principio 
de precaución (Art. 396 Constitución). Asimismo, establece medidas de recuperación para 
zonas degradadas, vinculadas a la reparación integral ambiental (Art. 72 Constitución).

III.10. El Agua como Bien Nacional Estratégico en la Amazonía Ecuatoriana. - El cuarto eje 
del Artículo 5 del COAM prioriza la preservación de cuencas hidrográficas y caudales 
ecológicos, con especial énfasis en la Amazonía ecuatoriana, reconociendo su sensibilidad 
y vital importancia para la regulación hídrica y climática. Este enfoque vincula el ciclo 
hidrológico con la soberanía alimentaria y el derecho humano al agua (Arts. 12 y 318 
Constitución). La Ley de Recursos Hídricos complementa esta disposición al regular el 
uso prioritario del agua para consumo humano y prohibir su privatización, garantizando 
así el acceso equitativo y sostenible a este recurso vital. Es así como la normativa en alusión, 
establece sanciones rigurosas ante cualquier contaminación o alteración de fuentes 
hídricas en la Amazonía, aplicando el principio "quien contamina paga" (Art. 397 



Constitución). Además, el COAM reconoce los derechos de la naturaleza a fluir libremente y 
mantener sus procesos evolutivos, un avance pionero en el derecho ambiental comparado que 
es especialmente relevante para la protección de este ecosistema único y frágil. 

III.11. El cuerpo normativo ambiental, en la parte final respecto al glosario, define al 
ecosistema de la siguiente manera “Es una unidad estructural, funcional y de organización, 
consistente en organismos y las variables ambientales bióticas y abióticas de un área 
determinada”, en otras palabras, un ecosistema es una comunidad o grupo de organismos que 
viven e interactúan en un ambiente dado. Cuando los ecosistemas están muy degradados o 
destruidos, han perdido sus mecanismos de regeneración y en consecuencia es necesario 
asistirlos, en lo que se denomina restauración activa o asistida (sucesión dirigida o 
asistida). La restauración activa implica, que, con intervención humana, se ayude el 
ecosistema para superar tensionantes que impiden la regeneración y garantizar el 
desarrollo de procesos de recuperación. 

III.12. La Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) en cuanto a los objetivos 
de la protección ambiental señalados en la Opinión Consultiva 23-17 estima que “Se trata de 
proteger la naturaleza y el medio ambiente no solamente por su conexidad con una utilidad 
para el ser humano o por los efectos que su degradación podría causar en otros derechos de 
las personas, como la salud, la vida o la integridad personal, sino por su importancia para 
los demás organismos vivos con quienes se comparte el planeta, también merecedores de 
protección en sí mismos” lo mismo fue replicado en el caso  comunidades indígenas 
miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) vs Argentina. Sentencia del 6 de 
febrero del 2020, especialmente párr. 203. 

III.13. Por otra parte, en la sentencia N° 020-12-SEP-CC, dentro del Caso 1193-10-EP, el 
máximo organismo de justicia constitucional, ha señalado que “la protección al ambiente 
pertenece generalmente a los denominados derechos difusos, es decir, de aquellos intereses 
que no se sitúan en cabeza de un sujeto determinado, sino que se encuentran difundidos o 
diseminados entre todos los integrantes de una comunidad, o inclusive de varias 
comunidades”, es decir que su dimensión colectiva el derecho al ambiente sano se relaciona 
con derechos difusos cuyo titular no es una persona o un grupo de personas determinada o 
determinable porque el objeto del derecho se trata de un interés general compartido por varias 
personas a partir de un hecho u ocurrencia particular que podría vulnerar su ejercicio, esta 
dimensión, la satisfacción del derecho no se mide a partir de la satisfacción individual, sino 
que beneficia a un grupo de personas de manera indeterminada.

III.14. Por otro lado, en su dimensión individual, se debe analizar entre el ambiente sano y 
hábitat seguro, en este contexto este Tribunal nota que los accionantes señalaron 
vulneraciones del ambiente en conexión con la salud, derecho al agua, derecho a un ambiente 
sano; sin embargo, sus argumentos se enfocan en el ejercicio al derecho al ambiente sano y el 
riesgo que corren los habitantes del cantón Gonzalo Pizarro que son usuarios y consumidores 
del agua potable y que por efecto de acciones u omisiones de la Empresa Pública 



PETROECUADOR, toda vez que son los responsables de las tuberías del oleoducto donde se 
transporta el crudo pesado y/o petróleo, mismo que sufrió una rotura que se ha dicho 
consecuencia de una toma clandestina (no se ha justificado aún) de la tubería, contaminando el 
agua de los ríos Dashino y Cristal, afluentes que sirven para la captación de agua potable para 
la población de Gonzalo Pizarro. En la dimensión individual del derecho al ambiente sano se 
busca establecer si la degradación ambiental ha tenido un efecto en el ejercicio de otros 
derechos individuales de una persona o en el ejercicio de derechos colectivos, pues se entiende 
que el pleno disfrute de esos derechos depende de un ambiente sano. En este caso, la 
degradación ambiental son los ríos Dashino y Cristal debido al derrame de hidrocarburos (se 
ha dico gasolina blanca). En ese sentido, ya el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales de las Naciones Unidas, en su Observación General 4, 1991, párrafo 8(h), 
determina lo siguiente “existe una serie de factores que componen la determinación de una 
vivienda adecuada. Entre ellas la habitabilidad, la disposición de un espacio libre de 
amenazas para la salud o de riesgos estructurales, una vivienda que garantice la seguridad 
física de sus ocupantes”.

IV. PRINCIPIO DE TRANSVERSALIDAD, PREVENTIVO Y PRECAUTORIO. –

IV.1. Principio de Transversalidad

IV.1.1. La transversalidad es un principio del derecho ambiental, ya que este se considera 
parte de los derechos humanos de tercera generación. Esto significa que sus valores, principios 
y normas, presentes tanto en instrumentos internacionales como en la legislación interna de 
los Estados, influyen en todo el ordenamiento jurídico. En nuestra Constitución podemos 
encontrar este principio reflejado en el artículo 395, que de manera expresa indica en su 
segundo inciso que “Las políticas de gestión ambiental se aplicarán de manera transversal y 
serán de obligatorio cumplimiento por parte del Estado en todos sus niveles y por todas las 
personas naturales y jurídicas en el territorio nacional”; esta transversalidad se aplica no solo 
específicamente a las políticas en gestión ambiental ni a las obligaciones del Estado para 
mitigar el cambio climático, sino a las de salud, educación y otras más (agua limpia para 
consumo ), dejando reflejarla esta manifestación de esta transversalidad en un verdadero 
entramado normativo. 

IV.1.2. Adicionalmente el artículo 83 de la Constitución, nos habla de las responsabilidades 
de los ciudadanos y propugna el deber de “respetar los derechos  de la naturaleza, preservar 
un ambiente sano y utilizar los recursos naturales de un modo racional, sustentable y 
sostenible”, pues debemos reconocer que constituye una obligación erga omnes, cuyo 
cumplimiento evidentemente apoya la efectividad de los derechos de la naturaleza en tanto 
que obliga a las ecuatorianas y ecuatorianos repensar una nueva forma de relación con los 
recursos naturales, que no está basada en su titularidad o derecho de explotación, como hace la 
mayoría de constituciones. Es importante recalcar que estas responsabilidades contenidas en el 
artículo 83 de la Carta Fundamental del Estado, constituye una obligación jurídica dirigida y 
exigible a todos los ciudadanos, pero especialmente debemos considerar dos destinatarios, que 



son los protagonistas en la gran mayoría de impactos ambientales capaces de vulnerar, tanto el 
derecho humano a un medioambiente sano; nos referimos evidentemente a la empresa pública 
o privada, que por su propia naturaleza está orientada al lucro y beneficio particular, y el 
Estado, que cumple un triple papel de autoridad controladora, de destinatario y responsable de 
varias obligaciones legales y constitucionales, y a menudo de infractor de las mismas, como 
en el caso que nos ocupa es la Empresa Pública de Hidrocarburos del Ecuador EP 
PETROECUADOR. 

IV.2. Principio de Precaución

IV.2.1. El Principio de Precaución está contenido en el Principio 15 de la Declaración de Río 
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo. Su propósito fundamental es la protección 
ambiental. Este principio establece que, cuando existe un peligro de daño grave o irreversible 
para el medio ambiente, los Estados deben aplicar un criterio de precaución de manera amplia 
y conforme a sus capacidades. Esto implica tomar acciones preventivas ante posibles 
perjuicios ambientales significativos. El principio de precaución se encuentra contemplado en 
la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, específicamente en el 
principio 15, que determina lo siguiente “Con el fin de proteger el medio ambiente, los 
Estados deberán aplicar ampliamente el criterio de precaución conforme a sus capacidades. 
Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no 
deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de 
los costos para impedir la degradación del medio ambiente”. 

IV.2.2. Un elemento central del Principio de Precaución, tal como se describe, es que la 
ausencia de certeza científica absoluta sobre un peligro de daño grave o irreversible no debe 
ser utilizada como excusa válida para demorar la adopción de medidas. En otras palabras, la 
incertidumbre científica no justifica la inacción. Bajo este principio, se espera que los Estados 
implementen medidas que sean eficaces y eficientes en función de los costos para prevenir la 
degradación del medio ambiente, sin esperar a tener pruebas científicas definitivas del riesgo.

IV.2.3. Dicho principio, también se encuentra establecido en la Convención Marco de las 
Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, artículo 3 en el principio 3 que determina lo 
siguiente “Las Partes deberían tomar medidas de precaución para prever, prevenir o reducir 
al mínimo las causas del cambio climático y mitigar sus efectos adversos. Cuando haya 
amenaza de daño grave o irreversible, no debería utilizarse la falta de total certidumbre 
científica como razón para posponer tales medidas, tomando en cuenta que las políticas y 
medidas para hacer frente al cambio climático deberían ser eficaces en función de los costos 
a fin de asegurar beneficios mundiales al menor costo posible. A tal fin, esas políticas y 
medidas deberían tener en cuenta los distintos contextos socioeconómicos, ser integrales, 
incluir todas las fuentes, sumideros y depósitos pertinentes de gases de efecto invernadero y 
abarcar todos los sectores económicos. Los esfuerzos para hacer frente al cambio climático 
pueden llevarse a cabo en cooperación entre las Partes interesadas”. 



IV.2.4. Ahora, en la Constitución de la República del Ecuador, también se encuentra 
reconocido y contemplado el principio precautorio de manera genérica y en especie, como por 
ejemplo el artículo 396 que determina que “en caso de duda sobre el impacto ambiental de 
alguna acción u omisión, aunque no exista evidencia científica del daño, el Estado adoptará 
medidas protectoras eficaces y oportunas”; y, de manera específica, el artículo 73 de la Carta 
Fundamental aplica este principio a la extinción de especies, destrucción de ecosistemas y 
alteración permanente de ciclos naturales. 

IV.2.5. En lo que a la jurisprudencia nacional se refiere, en atención a la materia que nos 
ocupa, la Corte Constitucional del Ecuador, a través de la sentencia Nro. 1149-19-JP/21, a 
partir del párrafo 62 determina lo siguiente: 1) El riesgo potencial de daño grave e 
irreversible sobre los derechos de la naturaleza, el derecho al agua, al medio ambiente sano o 
la salud. Para aplicar el principio de precaución no es suficiente que simplemente exista un 
riesgo, pues es necesario que este riesgo se refiera a un daño grave e irreversible. El artículo 
73 ilustra bien esta situación al referirse a la extinción de especies, destrucción de 
ecosistemas y alteración permanente de ciclos naturales, pues todos ellos son daños tan 
graves e irreversibles que la Constitución los ha incluido en la sección de derechos de la 
naturaleza, considerándolos una violación de los mismos. 2) Incertidumbre científica sobre 
estas consecuencias negativas, sea por ser aún objeto de debate científico, por 
desconocimiento, o por la dificultad de determinar tales consecuencias en virtud de la alta 
complejidad o numerosas variables involucradas. Esta es la característica fundamental del 
principio de precaución, y la que lo diferencia del principio de prevención. La incertidumbre 
científica para efectos del principio precautorio consiste en: la falta de certeza científica, la 
cual se refiere a efectos relativamente claros o posibles de una actividad o producto, pero sin 
evidencia adecuada para asignar probabilidades, o en la ignorancia, la cual se refiere al 
desconocimiento tanto de estas probabilidades como de algunos de los posibles daños o 
efectos. En contraste, el principio de prevención se aplica sólo cuando se conocen con 
anticipación tanto los efectos como sus probabilidades. 3) Adopción de medidas protectoras 
oportunas y eficaces por parte del Estado. Al existir el riesgo de un daño grave e irreversible 
y justamente por la incertidumbre del conocimiento científico al respecto, es necesario no 
asumir el riesgo y que el Estado en el tiempo adecuado y de forma efectiva tome ciertas 
medidas que eviten estos posibles efectos negativos”. Por lo tanto, cuando no hay certeza 
científica sobre el impacto de una acción u omisión en la naturaleza, el ambiente o la salud 
humana, el Estado debe tomar medidas para evitar, reducir, mitigar o cesar posibles daños. El 
principio de precaución implica actuar ante posibles daños graves e irreversibles, incluso si 
son inciertos. Esto puede incluir prohibir productos o procesos con potencial de daño 
significativo.

IV.3. Principio preventivo

IV.3.1. Ahora, con respecto al principio preventivo, hay que referirse al artículo 396 de la 
Constitución de la República del Ecuador, según la cual, “El Estado adoptará las políticas y 
medidas oportunas que eviten los impactos ambientales negativos, cuando exista certidumbre 



de daño”, es decir que el principio de prevención conlleva la obligación estatal de exigir el 
cumplimiento de disposiciones, normas, procedimientos y medidas destinadas 
prioritariamente a eliminar, evitar, reducir mitigar y cesar la afectación. Esto, en concordancia 
con lo establecido en el artículo 9 numeral 8 del Código Orgánico del Ambiente que señala lo 
siguiente “cuando exista certidumbre o certeza científica sobre el impacto o daño ambiental 
que puede generar una actividad o producto, el Estado a través de sus autoridades 
competentes exigirá a quien la promueva el cumplimiento de disposiciones, normas, 
procedimientos y medidas destinadas prioritariamente a eliminar, evitar, reducir, mitigar y 
cesar la afectación”. 

IV.3.2. En ese sentido para finalizar este punto hay que considerar que los Jueces de garantías 
constitucionales a efectos de aplicar el principio de precaución requieren determinar caso a 
caso, considerando las características individuales y concretas del mismo, la existencia de un 
riesgo de daño grave e irreversible, así como la incertidumbre científica. Esta incertidumbre se 
refiere al debate aún existente en la comunidad científica sobre los daños que genera una 
actividad o producto, o al conocimiento científico insuficiente al respecto. 

IV.4 Derecho a la Salud.

IV.4.1 La Constitución de la República, consagra en su Artículo 32 a la salud como un 
derecho fundamental e inalienable de todos sus habitantes. Este precepto constitucional 
impone al Estado la obligación primordial de garantizar su pleno ejercicio mediante la 
implementación de políticas públicas integrales, programas de salud accesibles y servicios de 
atención médica de calidad. El Sistema Nacional de Salud, como estructura encargada de esta 
garantía, debe regirse por principios de calidad, eficiencia, eficacia y, crucialmente, 
precaución, asegurando una cobertura universal y una respuesta adecuada a las diversas 
necesidades de la población.

IV.4.2. La conceptualización del derecho a la salud trasciende la mera ausencia de 
enfermedad, tal como lo define la Organización Mundial de la Salud. Se entiende como un 
estado de completo bienestar físico, mental y social. Esto implica no solo el acceso a la 
atención sanitaria individual, sino también la responsabilidad del Estado de asegurar un nivel 
óptimo de salud pública para la comunidad en general. Ello requiere la provisión de 
instalaciones adecuadas y servicios completos que consideren factores socioculturales y 
demográficos, buscando la satisfacción del usuario y la reintegración de individuos sanos y 
dinámicos a la sociedad.

IV.4.3. Si bien el Estado está constitucionalmente obligado a destinar recursos suficientes para 
garantizar un sistema de salud efectivo, cálido y de calidad, la realidad del sistema público 
ecuatoriano presenta desafíos significativos. La escasez de recursos, la sobrecarga de 
pacientes y las deficiencias en la gestión afectan la calidad de la atención, limitan la relación 
médico-paciente y pueden comprometer la precisión diagnóstica. Esta situación preexistente 
se ve severamente agravada por problemas ambientales crónicos, como la contaminación de 



los ríos derivada de los derrames de petróleo en la Amazonía, que imponen una carga 
adicional y desproporcionada sobre el sistema de salud en las regiones afectadas.

IV.4.4. La Ley Orgánica de la Salud de Ecuador, en su Artículo 4, establece los principios 
rectores del Sistema Nacional de Salud, muchos de los cuales son directamente interpelados 
por la problemática de la contaminación petrolera. Principios como la Equidad, que busca 
eliminar disparidades evitables; la Calidad, orientada a la efectividad y calidez; la 
Participación ciudadana; la Pluralidad, que respeta las necesidades diferenciadas 
(especialmente de poblaciones indígenas); la Solidaridad con los grupos más vulnerables; y la 
Universalidad de la cobertura, se vuelven especialmente relevantes en contextos de desastre 
ambiental, donde las poblaciones más afectadas suelen ser las más vulnerables y con menor 
acceso a servicios de calidad.

IV.4.5. Adicionalmente, el Plan Integral de Salud, delineado en el Artículo 5 de la Ley 
Orgánica de la Salud, es una herramienta fundamental que debería abordar las consecuencias 
sanitarias de la contaminación. Este Plan contempla no solo prestaciones individuales, sino, de 
manera explícita, acciones de prevención y control de los riesgos y daños a la salud colectiva, 
"especialmente relacionados con el ambiente natural y social".1 Esto evidencia la base legal 
para que el sistema de salud actúe decididamente frente a las afectaciones generadas por los 
derrames de petróleo, a través de un enfoque intersectorial que vincule la salud con la 
protección ambiental.

IV.4.6. La perspectiva internacional refuerza estas obligaciones. La Observación General 14 
del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU detalla los estándares 
esenciales del derecho a la salud: Disponibilidad (infraestructura, personal, medicinas, agua y 
saneamiento seguros), Accesibilidad (no discriminación, física, económica, información), 
Aceptabilidad (ética, cultura, género) y Calidad (científica y médica). En el contexto de la 
Amazonía afectada por derrames, la Disponibilidad de servicios adecuados en zonas remotas, 
la Accesibilidad para poblaciones vulnerables y la Aceptabilidad cultural son desafíos 
mayores, mientras que la Calidad se ve comprometida por la falta de respuesta específica a 
patologías asociadas a la exposición a hidrocarburos y la crucial falta de acceso a agua y 
saneamiento seguros debido a la contaminación (Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, Observación General n.º 14, 2000).

IV.4.7. Es así como, el derecho a la salud en Ecuador, definido como está en la Constitución, 
la Ley Orgánica de Salud y estándares internacionales, es un derecho que incluye la 
protección de la salud colectiva frente a riesgos ambientales. Los derrames de petróleo en la 
Amazonía, en la forma como éstos se presentan, constituyen una violación directa y grave de 
este derecho, afectando la salud física y mental de las comunidades, contaminando fuentes 
vitales como el agua y el suelo, y sobrecargando un sistema de salud ya limitado. Garantizar el 
derecho a la salud en estas regiones exige un compromiso estatal que integre la prevención 
ambiental, la respuesta médica especializada y la reparación de los daños a la salud individual 
y colectiva, en concordancia con los principios de equidad, precaución y sostenibilidad, con 



sustento en la constitución de la República del Ecuador, 2008; la Ley Orgánica de la Salud, 
como directrices de la Organización Mundial de la Salud, y del Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, plasmado en la Observación General n.º 14, 2000.

IV.5. DERECHO AL AGUA 

IV.5.1. La Constitución reconoce el derecho humano al agua, en el artículo 12, al determinar 
lo siguiente “El derecho humano al agua es fundamental e irrenunciable. El agua constituye 
patrimonio nacional estratégico de uso público, inalienable, imprescriptible, inembargable y 
esencial para la vida”, en concordancia con lo establecido en el artículo 318 de la norma 
suprema ibidem que determina lo siguiente “El agua es patrimonio nacional estratégico de uso 
público, dominio inalienable e imprescriptible del Estado, y constituye un elemento vital para 
la naturaleza y para la existencia de los seres humanos. Se prohíbe toda forma de privatización 
del agua […]”, de esta manera se entiende que el agua tiene una doble categoría: como 
derecho y como recurso natural.

IV.5.2. En cuanto al agua como derecho, la Constitución lo señala como fundamental e 
irrenunciable, razón por la que es “patrimonio nacional estratégico de uso público, dominio 
inalienable e imprescriptible del Estado, y constituye un elemento vital para la naturaleza y 
para la existencia de los seres humanos” conforme el artículo 318 de la Constitución. A nivel 
internacional, este derecho ha sido reconocido en algunos instrumentos internacionales tales 
como tratados, declaraciones y otras normas como por ejemplo el en el sistema universal de 
protección de derechos humanos, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
de Naciones Unidas ha establecido que, el fundamento jurídico del derecho al agua se 
encuentra en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en 
específico dentro de las garantías para asegurar el derecho a un nivel de vida adecuado y como 
parte del derecho al más alto nivel posible de salud y el derecho a una vivienda y una 
alimentación adecuada conforme los artículos 11 y 12 del mencionado instrumento 
internacional. 

IV.5.3. La Observación General No. 15 (2002) sobre El derecho al agua (artículos 11 y 12 del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), párrafo 2, establece lo 
siguiente:

Disponibilidad: suministro continuo y suficiente de agua para usos personales y domésticos 
(consumo, saneamiento, preparación de alimentos e higiene), así como recursos adicionales de 
agua para salud, clima y condiciones laborales.

Calidad: agua salubre, exenta de microorganismos, sustancias químicas o radiactivas, y con 
características aceptables en cuanto a color, olor y sabor para su uso.

Accesibilidad: el agua y sus instalaciones deben ser accesibles a todas las personas sin 
discriminación, abarcando las siguientes dimensiones:



Accesibilidad física: disponibilidad física del agua, instalaciones y servicios para todos 
los sectores de la población y ubicaciones.

•

Accesibilidad económica: los costos del suministro de agua deben ser asequibles y no 
deben comprometer ni poner en peligro el ejercicio de otros derechos.

•

No discriminación: el agua, las instalaciones y sus servicios deben ser accesibles a 
todas las personas de hecho y de derecho, especialmente a los sectores más vulnerables 
y marginados de la población, sin discriminación alguna.

•

Acceso a la información: se garantiza el derecho a recibir información pertinente sobre 
el acceso y calidad del agua.

•

IV.5.4. En ese orden de ideas, el derecho al agua se encuadra claramente en la categoría de las 
garantías indispensables para asegurar un nivel de vida adecuado, en particular porque es una 
de las condiciones fundamentales para la supervivencia, también está indisolublemente 
asociado al derecho de la salud; y, al derecho a una vivienda y una alimentación adecuada, 
bajo ese criterio, el agua es necesaria para diversas finalidades, aparte de los usos personales y 
domésticos, Por ejemplo, el agua es necesaria para producir alimentos (el derecho a una 
alimentación adecuada) y para asegurar la  higiene ambiental (el derecho a la salud). El agua 
es fundamental para procurarse un medio de subsistencia (el derecho a ganarse la vida 
mediante un trabajo) y para disfrutar de determinadas prácticas culturales (el derecho a 
participar en la vida cultural). Sin embargo, en la asignación del agua debe concederse 
prioridad al derecho de utilizarla para fines personales y domésticos, también debería 
darse prioridad a los recursos hídricos necesarios para evitar el hambre y las 
enfermedades. 

IV.5.5. De allí que, parte de la importancia de garantizar un acceso sostenible a los recursos 
hídricos para el ejercicio del derecho a una alimentación adecuada. Por otro lado, en el ámbito 
del ordenamiento jurídico positivo, específicamente el artículo 57 de Ley Orgánica de 
Recursos Hídricos, Usos y Aprovechamiento del Agua establece “El derecho humano al agua 
es el derecho de todas las personas a disponer de agua limpia, suficiente, salubre, aceptable, 
accesible y asequible para el uso personal y doméstico en cantidad, calidad, continuidad y 
cobertura. Forma parte de este derecho el acceso al saneamiento ambiental que asegure la 
dignidad humana, la salud, evite la contaminación y garantice la calidad de las reservas de 
agua para consumo humano. El derecho humano al agua es fundamental e irrenunciable. 
Ninguna persona puede ser privada y excluida o despojada de este derecho. (…)” . 

IV.5.6. Ahora es menester tratar, sobre el agua del río al que se considera como un elemento 
de la naturaleza que es parte de un ecosistema mayor, que puede ser identificado como cuenca 
hidrográfica, las funciones del río permiten y sostienen la vida tanto de la especie humana 
como de otras especies y de la vegetación. Existe, al respecto, un pronunciamiento de la Corte 
Constitucional, contenido en la sentencia No. 32-17-IN/21, párrafo 60, que en su parte 



pertinente señala que se “ha reconocido que los ríos, en su estado natural, “cumplen diversas 
funciones eco sistémicas como provisión de agua para los seres humanos, auto purificación, 
control de inundaciones y sequías, mantenimiento de hábitat para peces, aves y otra vida 
silvestre, mantenimiento de los flujos de sedimento, nutrientes y salinidad de estuarios…”.

IV.5.7. Los ríos, por otro lado, son ecosistemas dinámicos, complejos e integradores, con 
múltiples conexiones con otros ecosistemas: longitudinales (conexión río arriba – río abajo), 
laterales (conexión con la cuenca hidrográfica y vegetación de la ribera) y verticales (conexión 
con las aguas subterráneas y la precipitación). Las conexiones longitudinales y laterales se 
reflejan en uno de los principales procesos eco sistémicos de los ríos, que es el transporte y 
procesamiento de materiales en suspensión, químicos y otros nutrientes que mantienen los 
ciclos biogeoquímicos del planeta, en ese sentido la afectación de un río, en consecuencia, 
podría afectar, por sus conexiones, a todo un ecosistema. De ahí que el río, como otros 
elementos de la naturaleza, debe tener valoración en sí mismo y en función de lo que aporta a 
la vida de las comunidades bióticas, incluida la de la especie humana, en este caso los 
consumidores del agua potable del cantón Gonzalo Pizarro.

IV.5.8. Por lo dicho, el río Cristal y el ecosistema al que pertenece es titular de los derechos a 
que se respete integralmente su existencia y el mantenimiento y regeneración de sus ciclos 
vitales, estructura, funciones y procesos evolutivos, por lo tanto, en cuanto al reconocimiento 
de los derechos que tiene el río Cristal, hay que considerar que los obligados son el Estado, a 
nivel nacional y local, de acuerdo con sus competencias para el cuidado de sus aguas, las 
personas, naturales y jurídicas, y comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos, que 
habitan a su alrededor y usan sus aguas. Al tratar de ciclos vitales como dispone la 
Constitución, permite mirar al sujeto tutelado, en este caso un río, desde su estructura, 
funciones y procesos evolutivos, considerando esta estructura compleja, se respeta la 
existencia del río en su integralidad, tal como exige la Constitución.

IV.5.9. Bajo ese sentido, la sentencia No. 32-17-IN/21, párrafo 37, determina lo siguiente “La 
estructura del río tiene varios elementos: la morfología, el fondo, los sedimentos, el caudal y 
el agua. El agua es un elemento importante que a su vez tiene una particular protección 
constitucional. Por ejemplo, el derecho al agua se traduce en que las personas tengan acceso 
a un abastecimiento continuo, suficiente y salubre de agua para su uso personal y doméstico, 
así como para su salud”. Las funciones son, entre otras, la provisión y purificación del agua 
para consumo humano, riego que garantice la soberanía alimentaria, mantenimiento de 
hábitat para la vida vegetal y animal (peces, aves y vida silvestre), transporte de agua lluvia y 
de otras fuentes, el control de inundaciones o sequías, la satisfacción de necesidades humanas 
básicas (alimentación si hay peces y regadío si hay sembríos que requieren agua), la 
conectividad de procesos ecológicos y dinámicas sociales, ambientales y económicas a lo 
largo del río, desde su origen hasta su desembocadura.

IV.5.10. Para los procesos evolutivos, se podría mirar al río en perspectiva histórica y apreciar 
que la diversidad y abundancia de formas de vida en ríos, reflejan millones de años de 



evolución y adaptación a ciclos naturales. Alterar el funcionamiento y la estructura de un río 
podría interrumpir su proceso evolutivo milenario. De ahí que cualquier uso, intervención o 
alteración de la estructura o función del río, que afecte drásticamente a su ciclo vital o su 
proceso evolutivo, debe realizarse con extremo cuidado porque podría vulnerar sus derechos. 
Se vulnera el ciclo vital, en otras palabras, cuando no se permite que el sujeto tenga su 
estructura natural, se impide el cumplimiento de sus funciones y se irrespete su proceso 
evolutivo. El efecto de la vulneración es que no es posible cumplir con la finalidad y se 
quiebra la armonía del ecosistema y de la relación entre el ser humano y la naturaleza. El 
abuso de un río por derivación de un derrame de petróleo o derivados de éste, podría generar 
conflictos, sociales o ambientales, que rompen con la armonía y la convivencia.

IV.6. DERECHO A UN AMBIENTE SANO Y ECOLÓGICAMENTE EQUILIBRADO

IV.6.1. La Constitución en el artículo 14 reconoce el “derecho de la población a vivir en un 
ambiente sano y ecológicamente equilibrado, que garantice la sostenibilidad y el buen vivir, 
sumak kawsay. Se declara de interés público la preservación del ambiente, la conservación de 
los ecosistemas, la biodiversidad y la integridad del patrimonio genético del país, la 
prevención del daño ambiental y la recuperación de los espacios naturales degradados”. Así 
mismo, el artículo 66 numeral 27 de la Norma Suprema ibidem determina “El derecho a vivir 
en un ambiente sano, ecológicamente equilibrado, libre de contaminación y en armonía con la 
naturaleza”, en el artículo 276 “El régimen de desarrollo tendrá´ los siguientes objetivos: …4. 
Recuperar y conservar la naturaleza y mantener un ambiente sano y sustentable que garantice 
a las personas y colectividades el acceso equitativo, permanente y de calidad al agua, aire y 
suelo, y a los beneficios de los recursos del subsuelo y del patrimonio natural…”. 

IV.6.2. La Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha identificado dos dimensiones del 
derecho al ambiente sano. Primero, una dimensión individual conectado con el interés de las 
personas a vivir en condiciones adecuadas para que nazca y florezca la vida. En esta 
dimensión, la violación de este derecho es relevante porque “puede tener repercusiones 
directas o indirectas sobre las personas debido a su conexidad con otros derechos, tales como 
el derecho a la salud, la integridad personal o la vida, entre otros”. (Corte IDH, Opinión 
Consultiva No. 23, párrafo 59), en su dimensión colectiva, la Corte IDH ha señalado que “el 
derecho a un medio ambiente sano constituye un interés universal, que se debe tanto a las 
generaciones presentes y futuras”. 

IV.6.3. Por otro lado, el Grupo de Trabajo sobre el Protocolo de San Salvador, ha indicado 
que el derecho al medio ambiente sano, tal como está previsto en el referido instrumento, 
conlleva las siguientes cinco obligaciones para los Estados: a) garantizar a toda persona, sin 
discriminación alguna, un medio ambiente sano para vivir; b) garantizar a toda persona, sin 
discriminación alguna, servicios públicos básicos; c) promover la protección del medio 
ambiente; d) promover la preservación del medio ambiente, y e) promover el mejoramiento 
del medio ambiente. Asimismo, ha establecido que el ejercicio del derecho al medio ambiente 
sano debe guiarse por los criterios de disponibilidad, accesibilidad, sostenibilidad, 



aceptabilidad y adaptabilidad, común a otros derechos económicos, sociales y culturales. A 
efectos de analizar los informes de los Estados bajo el Protocolo de San Salvador, en 2014 la 
Asamblea General de la OEA aprobó ciertos indicadores de progreso para evaluar el estado 
del medio ambiente en función de: a) las condiciones atmosféricas; b) la calidad y suficiencia 
de las fuentes hídricas; c) la calidad del aire; d) la calidad del suelo; e) la biodiversidad; f) la 
producción de residuos contaminantes y manejo de estos; g) los recursos energéticos, y h) el 
estado de los recursos forestales. 

IV.6.4. Los Estados deben actuar conforme al principio de precaución, a efectos de la 
protección del derecho a la vida y a la integridad personal, en casos donde haya indicadores 
plausibles que una actividad podría acarrear daños graves e irreversibles al medio ambiente. 

Por todo lo analizado en líneas anteriores, se ha probado con suficiencia, que la contaminación 
del río Cristal se debió al derrame de gasolina base, siendo el encargado en legal y debida 
forma de su cuidado la Empresa Pública Petroecuador, afluente de agua que el GAM de 
Gonzalo Pizarro utiliza para la dotación de agua potable de los habitantes del cantón Gonzalo 
Pizarro y de conformidad con lo previsto en la Ley de Recursos Hídricos establece sanciones 
rigurosas ante cualquier contaminación o alteración de fuentes hídricas en la Amazonía, 
aplicando el principio "quien contamina paga", conforme también lo prevé el Art. 397 
Constitución de la República, es decir, que la única responsable de la contaminación del río 
Cristal, que sirve para la dotación de agua potable de la población de Gonzalo Pizarro, es la 
Empresa pública PETROECUADOR y no el Gobierno Autónomo Descentralizado 
Municipal de Gonzalo Pizarro, quien a su vez, debería ser una víctima más de este 
lamentable suceso de contaminación. Por lo tanto, la Empresa pública Petroecuador debe 
cumplir con la remediación ambiental del río Cristal y en su defecto también debe asegurar el 
abastecimiento de agua de calidad para toda lo población del cantón Gonzalo Pizarro en virtud 
que es un hecho comprobado y aceptado Por Petroecuador sobre la contaminación al rio 
Cristal; así como el GADM de Gonzalo Pizarro realice la limpieza de la planta de tratamiento. 

Por las consideraciones expuestas, toda vez que ha podido evidenciar que ha existido la 
vulneración a los derechos constitucionales como el derecho al Agua Art. 318, el derecho a 
vivir en un ambiente sano, ecológicamente equilibrado, libre de contaminación y en armonía 
con la naturaleza establecido en el Art. 66.27, el derecho a la salud establecido en el Art. 32 en 
concordancia con el Art. 71, 396, 397 de la Constitución  República del Ecuador, por lo tanto 
en el presente caso se configura la procedencia de la acción de protección en los términos del 
Art. 41.1 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, que 
establece que la acción de protección procede contra “Todo acto u omisión de una autoridad 
pública no judicial que viole o haya violado los derechos, que menoscabe, disminuya o anule 
su goce o ejercicio”.

En virtud de los méritos presentados en la demanda es que el señor juez de primer nivel ha 
aceptado la demanda de acción de protección al haberse determinado la vulneración de 
derechos y garantías constitucionales en perjuicio del Gobierno Autónomo Descentralizado 



del Cantón Gonzalo Pizarro, entidad que se encontraba otorgando el servicio de agua potable 
sin cuestionamiento hasta antes del derrame y contaminación, siendo que en fin es toda la 
población residente en el cantón Gonzalo Pizarro, que consume el agua potable, lq que tiene la 
calidad de perjudicada cuanto más que la propia Empresa Pública Petroecuador ha aceptado y 
reconocido la contaminación de los ríos Dashino y Cristal derivado de un derrame de gasolina 
base, más allá de que pueda ser acertada la información en el sentido que el derrame se 
produjo a consecuencia de la instalación clandestina de una toma por parte de sujetos no 
identificados; sin embargo es EP PETROECUADOR quien tiene responsabilidad directa e 
indirecta respecto de todo acontecimiento ocurrido en el giro de su actividad, sin que dicha 
responsabilidad pueda ser desplazada o negada.

En mérito a lo expuesto, suficientemente motivada las razones de la decisión esta Sala 
Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Sucumbíos, ADMINISTRANDO 
JUSTICIA CONSTITUCIONAL, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL 
ECUADOR, Y POR MANDATO DE LA CONSTITUCIÓN Y LEYES DE LA 
REPÚBLICA DEL ECUADOR: 

1.- RECHAZAR el recurso de apelación interpuesto por la legitimada pasiva Empresa 
Pública Petroecuador, por las motivaciones expuestas por el Juez de primera instancia en 
cuanto tienen correspondencia y aquellas vertidas por este Tribunal Superior, considerando 
que es de su responsabilidad el manejo, control custodia todos los ductos que le sirven par el 
cabal cumplimiento de su actividad y que por tal es responsable de todo acontecimiento que 
pueda perjudicar al medio ambiente, a la naturaleza y a las instalaciones tal el caso suministro 
de agua potable del que se sirve todo habitante de un cantón, en el caso el de Gonzalo Pizarro 
provincia de Sucumbíos; sin que le sea posible el deslinde de responsabilidades frente a 
acciones u omisiones en eventos como el tratado en la presente acción, cuyas consecuencias 
deben ser asumidas por la demandada.

2.- ACEPTAR el recurso de apelación interpuesto por el Gobierno Autónomo 
Descentralizado Municipal de Gonzalo Pizarro, pues no existe de su parte acción u omisión 
que haya generado violación de derechos constitucionales de los habitantes del cantón 
Gonzalo Pizarro, provincia de Sucumbíos, esto por cuanto hasta el momento del derrame y 
contaminación que no es atribuible al GAD Municipal, éste estaba prestando su servicio en 
buena forma y luego de enterado del  infortunado acontecimiento ha debido realizar todo 
esfuerzo posible para solventar la crisis ante la falta de agua potable y emprender acciones 
destinadas a solventar y solucionar el suministro de manera provisional y definitiva.   

3.- Conforme al análisis que precede, en cuanto a reparación integral, DE OFICIO 
MODIFICAR PARCIALMENTE la sentencia dictada por el Juez de la Unidad Judicial 
Multicompetente de Gonzalo Pizarro, provincia de Sucumbíos, que data de fecha 05 de 
septiembre del 2025, las 18h00, por lo que, en calidad de medidas de Reparación Integral, se 
dispone:



PETROECUADOR EP, dentro del plazo de treinta días (30) días posteriores a la 
notificación con este fallo, procederá a receptar el proyecto (planos, diseños) sobre los 
cuales debe asignar y entregar de manera obligatoria los recursos económicos al 
Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal de Gonzalo Pizarro, para la 
construcción de: a) nueva planta de captación de agua; b) un desarenador; c) 
conducción; d) planta compacta de tratamiento automatizada de agua potable; y, d) 
Redes de distribución y acometidas domiciliarias.

a. 

 

PETROECUADOR EP, asigne y entregue los recursos económicos para la construcción 
y equipamiento del Subcentro de Salud tipo C de la Ciudad de Lumbaquí; la entrega de 
recursos se realizará en el plazo de noventa días (90) contados a partir de la entrega de 
los diseños y planos debidamente aprobados por ACCESS institución que tendrá el 
plazo improrrogable de noventa días para tal propósito, contados desde que les sean 
entregados los documentos para su aprobación, quienes tendrán la obligación, así 
mismo, de subsanar las omisiones de la municipalidad de verificarse ello y no se 
convierta en un trámite burocrático que impida la reparación aquí dispuesta. En el 
mismo tiempo y en las mismas condiciones se dispone conceder los permisos 
correspondientes por parte del Ministerio del Ambiente y de la Corporación Nacional de 
Electrificación a la entidad municipal. La presente como medida de compensación por 
las afectaciones de salud que evidentemente ha generado el derrame del hidrocarburo.

b. 

 

En el plazo de sesenta (60) días contados a partir de la recepción de los justificativos 
(liquidación económica) por parte de la entidad municipal, PETROECUADOR EP 
reintegre al GADM de Gonzalo Pizarro los recursos económicos invertidos en la 
adquisición de bienes, prestación de servicios y ejecución de obra utilizados para la 
reparación, desinfección y limpieza del sistema de agua potable por efecto de la 
contaminación.

c. 

 

Disponer al Ministerio de Ambiente, Agua y Transición Ecológica que en el plazo de 
sesenta (60) días contados a partir de la recepción de la solicitud municipal, entregue al 
Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal de Gonzalo Pizarro, la viabilidad 
técnica y el uso del agua para la nueva planta de captación de agua que será tratada y 
potabilizada. Todo esto, en atención a los derechos vulnerados, como a la urgencia de 
contar con prontitud la satisfacción de los derechos violentados a los habitantes de la 
referida jurisdiccional cantonal  

d. 

 



Disponer a la Corporación Nacional de Electricidad, a través de los organismos 
competentes, que en el plazo treinta días (30) contados a partir de la recepción de los 
proyectos elaborados por la municipalidad entregue, sin dilaciones las autorizaciones 
que correspondan.

e. 

 

El Gobierno Autónomo Descentralizado Provincial de Sucumbíos, de manera 
coordinada y célere en el plazo de sesenta días contados a partir de la recepción de la 
documentación del GAD municipal de Gonzalo Pizarro, entregue los permisos 
ambientales para la construcción de la planta de tratamiento de agua potable, sin 
dilaciones de ninguna naturaleza.

f. 

 

En el marco de la reparación integral a la circunscripción cantonal afectada por los 
acontecimientos contaminantes y que son materia de la presente acción de protección, 
se dispone a la Secretaría Técnica de la Circunscripción Territorial Especial Amazónica 
que, con la urgencia que los derechos afectados lo precisan, en el plazo de treinta días 
(30) apruebe el proyecto postulado por el GADM de Gonzalo Pizarro con el código 
STCTEA-PY-2025-113; para que de forma ulterior y en el plazo de quince (15) días, se 
firme el respectivo convenio y haga efectiva la transferencia al Gobierno Autónomo 
Descentralizado Municipal de Gonzalo Pizarro, para solventar la emergencia suscitada 
con el evento contaminante. 

g. 

 

PETROECUADOR debe culminar la limpieza y remediación ambiental de las orillas 
del Rio CRISTAL, para lo cual el Ministerio del Ambiente, debe verificar el 
cumplimiento de dicha remediación ambiental la misma que se encuentra programada 
culminar en agosto del año 2026 fecha estimada. 

h. 

 

Petroecuador en coordinación con el GAD Municipal de Gonzalo Pizarro abastezca de 
agua apta para el consumo humano a través de tanqueros o planta móviles de agua 
potable, de forma diaria a la ciudadanía para cuyo efecto se presentará de manera 
inmediata un cronograma de la ruta y hora de los tanqueros para su distribución en el 
Cantón y que esta sea difundida a la población para puedan estar prevenidas y 
abastecerse del líquido vital. 

i. 

 

El Ministerio del Ambiente, deberá verificar el cumplimiento de los planes de j. 



emergencia presentados por Petroecuador de conformidad a lo que determina el 289 del 
Código Orgánico del Ambiente, informe que deberá ser presentado hasta agosto del año 
2026 una vez que culmine la remediación ambiental. 

 

Se dispone a la Municipalidad realizar el análisis técnico a fin de que el pago de 
servicio por concepto de agua potable la ciudadanía a partir del 27 de julio del año 
2025, sea equitativo y congruente con los consumos reales del liquido vital agua potable 
sin que prevalezca por tal períodos de tiempo o días calendario, sino mejor el cálculo 
real de agua potable consumida y no así el líquido que pudiera haberse utilizado para la 
limpieza de la red de distribución. 

k. 

La decisión respecto de la fecha, día y hora en que deba reiniciarse la distribución del agua 
potable a la población del cantón Gonzalo Pizarro Provincia de Sucumbíos, tendrá como único 
sustento y bajo la responsabilidad de los equipos técnicos de la autoridad local y nacional 
competente quien deba dar el visto bueno y/o autorizar la entrega y el suministro del líquido 
vital, cuando se considere y determine técnica y/o profesionalmente que el  agua es apta para 
el consumo humano y no conlleve un mínimo de peligrosidad en contra de la integridad 
humana; de tal forma que la máxima Autoridad Administrativa Municipal, deberá coordinar 
con los equipos técnicos y profesionales para tal cumplido, esto en el marco de su 
responsabilidad y obligación legal y constitucional de suministrar agua potable a los vecinos 
del Cantón. Así mismo deberá arbitrar todas las medidas necesarias tendientes a precautelar la 
salud de sus habitantes, relacionado con el servicio de agua potable.

 

 En los términos que preceden, queda reformada la sentencia de primera instancia.

Una vez ejecutoriada esta sentencia, remítase copia certificada a la Corte Constitucional, 
conforme al mandato del Art. 86, numeral 5 de la Constitución de la República y Art. 25 
numeral 1 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, para lo 
cual de estricto cumplimiento a lo dispuesto en el Art. 8 de la Resolución No. 005-CCE-PLE-
2020 emitida por el Pleno de la Corte Constitucional del Ecuador, de fecha 12 de mayo de 
2020. Actúe el Secretario Relator de la Sala Ab. Marco Vizueta Encalada. NOTIFÍQUESE.
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